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Resumen: El Área del Estrecho es una zona esencial para Europa y el Mediterráneo por la
importancia estratégica del paso del Estrecho y su región circundante. Además, concentra en
ella temas clave de la política exterior española: Gibraltar, Ceuta y Melilla, Marruecos y la
cuestión del Sahara, que son los temas de controversias y reclamaciones territoriales, soberanía
y fronteras que nos afectan más directamente como Estado en nuestro entorno próximo.

Estos temas territoriales de altísimo potencial conflictivo se encuentran localizados en una zona
vital para España. Pero cada contencioso o controversia es diferente y evoluciona de manera
distinta. España debe considerar un tratamiento de conjunto, las interconexiones y coherencia
en el diseño de una política exterior para estas diferentes temáticas. Y para ello debe
determinarse los intereses específicos de España con cada uno de estos diferendos, y el
planteamiento estratégico de conjunto de España en la Región del Estrecho.

En este trabajo se realiza una comparación desde el Derecho Internacional de las situaciones de
las tres ciudades a ambos lados del Estrecho, Ceuta, Melilla y Gibraltar, que concentran las
problemáticas de controversias, fronteras, soberanía y reclamaciones territoriales que
enfrentan a tres Estados en esta zona. Comparativamente las situaciones de estos territorios



tienen en común más diferencias que semejanzas jurídicas. Hay similitudes como las
contestadas delimitaciones y demarcaciones fronterizas, o las exigencias de integridad
territorial. Pero también enormes diferencias en el estatuto jurídico internacional e interno. Con
todo, los argumentos y títulos jurídicos no son sólo lo único a tener en cuenta en la realidad
internacional, pues hay aspectos de simbolismo y de debate mediático en la sociedad
internacional que pueden eclipsar las diferencias legales.

En la práctica España ha venido dando tratamientos separados y sin conexión a cada uno de los
temas. Nunca ha habido una posición estratégica de Estado sobre el Área del Estrecho, que
articule las diferentes cuestiones y reconozca las interacciones de cada decisión de política
exterior. Además, los sucesivos Gobiernos han proporcionado orientaciones diferentes. Se
aprecia, sin embargo, una progresiva conciencia de la relevancia estratégica del Área del
Estrecho, y una mayor explicitación de la importancia y necesidad de su específica
consideración.

Esta toma de conciencia debe llevar también a una progresiva identificación de los elementos
comunes y de las interacciones que existen entre los diferentes «contenciosos» que afectan a
Gibraltar, los territorios de España en la costa africana, y las relaciones con Marruecos. De
hecho, la práctica internacional demuestra que los actores perciben una interconexión entre los
muy diferentes diferendos del Área del Estrecho. Además, estamos ante controversias,
reclamaciones y relaciones muy volubles y sometidas a imprevistos de la realidad internacional,
lo que directa o indirectamente pueden afectar a las otras cuestiones conflictivas de la Zona.

En consecuencia, muy probablemente existe la necesidad de establecer un subsector de política
exterior diferenciado, y que cuente con amplio consenso nacional, con una visión a largo plazo
de la coherencia de los diferentes acciones y políticas. Por lo que conviene considerar el debate
explícito de las conexiones entre nuestros territorios en África, Gibraltar y Marruecos, en el
marco internacional y de la UE. Lo que puede llevar a articular al menos de una serie principios
de actuación en política exterior en esta zona.

A este debate hemos contribuido con dos propuestas de interconexión de temas conflictivos:
respecto a los territorios en la costa africana, con la idea de separar el estatuto legal de las
Ciudades del de las Islas y Peñones, e implicar a la UE en la coordinación y gestión de este último
bloque, en su caso con la intervención de Marruecos. Respecto a Gibraltar, mediante la
propuesta del Principado o ‘Ciudad de las dos Coronas’, con un modelo ad hoc de soberanía
simbólica que permita a Gibraltar y Reino Unido ejercer jurisdicción con supervisión de la UE.
Además, este supuesto de internacionalización de la «Ciudad de Gibraltar», podría en el futuro,
llegado el caso, resultar inspirador en la búsqueda de alternativas para los supuestos de Ceuta y
de Melilla.

Abstract: The Strait of Gibraltar Region is an essential area for Europe and the Mediterranean
due to the strategically strategic importance of the passage of the Strait and its surrounding
region. It also focuses on key issues of Spanish foreign policy: Gibraltar, Ceuta and Melilla,
Morocco and the question of the Sahara, which are the issues of disputes and territorial claims,
sovereignty and borders that affect us more directly as a State in our immediate environment.

These territorial issues of very high conflict potential are located in a vital area for Spain. But
each dispute or controversy is different and evolves differently. Spain should consider a joint
treatment, interconnections and coherence in the foreign policy treatment of these different
issues. And for that, the specific interests of Spain must be determined with each of these
differences, and the strategic approach of Spain as a whole in the Strait Region.

In this paper a comparison is made from the International Law approach of the situations of the
three cities on both sides of the Straits, Ceuta, Melilla and Gibraltar, which concentrate the
problems of disputes, borders, sovereignty and territorial claims that face three States in this
zone. Comparatively the situations of these territories have in common more differences than
legal similarities. There are resemblances such as the contested delimitations and border
demarcations, or the demands of territorial integrity. But also huge differences in the
international and domestic legal status. However, arguments and legal titles are not only the



single thing to take into account in international reality, as there are aspects of symbolism and
media debate in international society that can eclipse the legal differences.

In practice, Spain has been giving separate treatments and without connection to each of the
issues. There has never been a strategic State position on the area of the Strait, which articulates
the different issues and recognizes the interactions of each foreign policy decision. In addition,
successive governments have provided different orientations. However, there is a progressive
awareness of the strategic relevance of the Strait Area, and a greater enunciation of the
importance and necessity of its specific consideration.

This awareness must also lead to a progressive identification of the common elements and
interactions that exist between the different «disputes» that affect Gibraltar, the territories of
Spain on the African coast, and relations with Morocco. In fact, international practice shows that
the actors perceive the interconnection between the very different disputes of the Strait Area. In
addition, we are facing disputes, claims and relationships that are very fickle and subject to
unforeseen circumstances of the international reality, which directly or indirectly may affect the
other conflictive issues of the Zone.

Consequently, there is most likely a need to establish a differentiated foreign policy subsector,
with a broad national consensus, with a long-term vision of the coherence of the different
actions and policies. So it is convenient to consider the explicit debate of the connections
between our territories in Africa, Gibraltar and Morocco, in the international framework and
the EU. What can lead to articulate at least a series of principles of action in foreign policy in this
area.

We have contributed to this debate with two proposals for the interconnection of conflictive
issues. Regarding the territories on the African coast, with the suggestion to separate the legal
status of the Cities of the Islands and rocks, and to involve the EU in the coordination and
management of this last block, in its case with the intervention of Morocco. Regarding Gibraltar,
through the proposal of the Principality or ‘City of the Two Crowns’, with an ad hoc model of
symbolic sovereignty that allows Gibraltar and the United Kingdom to exercise jurisdiction with
EU supervision. In addition, this assumption of internationalization of the «City of Gibraltar»,
could in the future, if necessary, be inspiring in a search for alternatives for the cases of Ceuta
and Melilla.
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1. INTRODUCCIÓN1

El Estrecho es sin duda uno de los lugares más importantes del planeta, visto desde múltiples
puntos de vista, comercial, estratégico, de seguridad, migratorio. Para España especialmente es
una zona vital, por estas razones y por otras muy vinculadas a las relaciones históricas y de
vecindad de nuestro país. Además, concentra un elevadísimo número de temas abiertos y
controvertidos con Marruecos y Reino Unido.

Las Fronteras contestadas y su ausencia de delimitación o demarcación en esta zona fronteriza
del Estrecho tienen consecuencias sobre la ausencia de delimitaciones marítimas y las
cuestiones de navegación; no sólo hablamos de Ceuta, Melilla o Gibraltar. También de las Islas y



Peñones de España en la costa africana, y de la cuestión de las aguas del Sahara y del mismo
tema del conflicto del Sahara. Aquí conectamos con la necesaria estabilidad de Marruecos como
vecino del sur de España y la UE.

El Área del Estrecho, Marruecos y Ceuta y Melilla, se han convertido además desde 2001 en un
lugar de necesaria atención, a efectos de inmigración y cooperación en materia de seguridad
antiterrorista y de lucha contra las redes de tráfico de personas.

Probablemente el control de fronteras exteriores y su estabilidad en el Área del Estrecho tiene
unos caracteres no reconocidos como tales internamente por España, y que requieren de líneas
específicas de acción. Es decir, que sus características y dinámicas estructurales y coyunturales,
hacen que este Área posea unas especificidades diferenciales respecto a otras fronteras
exteriores españolas y europeas. Baste señalar, a efectos de Seguridad, la importancia del
control de las fronteras exteriores del sur de la UE que son las fronteras españolas, al mismo
tiempo fronteras sur de la OTAN, lo que conlleva responsabilidades y funciones para España
como representante de nuestros aliados y Estado responsable antes los mismos.

Analizaremos en este trabajo las principales problemáticas y aspectos de la política exterior
española en esta zona, Y para ello hemos en primer lugar de determinar la importancia del
Estrecho y su valor estratégico, especificando las cuestiones de soberanía y fronteras que se dan
en esta Área, y analizando la evolución de la Política Exterior española (epígrafe II). La cuestión
de Gibraltar y el estado actual de la misma, especialmente ante el Brexit y las previsiones
existentes en el Tratado de Retirada de 2018 se analizan en el epígrafe III. El tema de las
relaciones hispanomarroquíes en su situación actual (epígrafe IV) es previo a la exposición de
las problemáticas de las Ciudades Islas y Peñones de España en África, en el epígrafe V.

El trabajo también debe hacer una comparación de Derecho internacional, y desde el punto de
vista de las principales Organizaciones Internacionales, la ONU y la UE, respecto a las
situaciones y fronteras problemáticas en el Estrecho de Gibraltar. En particular, Gibraltar, Ceuta
y Melilla se suelen presentar como casos absolutamente paralelos en Derecho Internacional.
Esto nos llevará a poder concluir en la existencia en su caso y en la intensidad de los
paralelismos jurídico-internacionales que suelen hacerse entre los casos gibraltareños por una
parte, y ceutí y melillense, por otra.

Unas conclusiones finalmente nos permitirán hacer balance de la compleja situación y llevar a
cabo ciertas propuestas de cara al tratamiento por la Política Exterior Española de esta
compleja, y vital para nuestro país, Área o Región del Estrecho. Y si es necesaria una
consideración particular por España en su Estrategia de Seguridad Nacional

2. EL ÁREA DEL ESTRECHO EN LA POLÍTICA EXTERIOR ESPAÑOLA

2.1. EL «ESTRECHO DE GIBRALTAR» Y EL «ÁREA DEL ESTRECHO»

Al abordar la Política Exterior de España en el Área el Estrecho, debemos precisar a qué nos
referimos por el Estrecho o Área del Estrecho, pues nos interesa circunscribir geográficamente
lo que denominamos ‘Área del Estrecho’.

En realidad, sorprendentemente no existe una clara definición o concepto del Estrecho o Área o
Zona del Estrecho a efectos de Política Exterior. En ocasiones incluso hay referencias a la región
del Estrecho, que da una dimensión más amplia geográficamente, por lo que existe una cierta
ambigüedad al concretar el ámbito espacial.

A efectos de nuestro trabajo, diferenciaremos el Estrecho o Zona del Estrecho, por una parte, y
por otra, el «Área del Estrecho», entendiendo unas concepciones más reducidas o ampliadas del
ámbito de estudio

En sentido reducido, nos referiremos al Estrecho como la zona que comprende el espacio
marítimo del Estrecho de Gibraltar cuyo tráfico marítimo en esta zona está regulado por la



Organización Marítima Internacional - OMI. Aquí por consiguiente tenemos como actores a
España, Marruecos y Reino Unido por Gibraltar, y Estados Unidos por la base de Rota.

En sentido amplio, para delimitar el Área o Región del Estrecho, podemos de acudir a la
concepción del tradicional eje estratégico del Estrecho o zona del Estrecho, que engloba el
Estrecho en sí y los accesos y salidas, hasta Baleares y Canarias. Vinculados a nuestro territorio y
al control directo de fronteras exteriores, esto nos da como resultado los países terceros con
fronteras exteriores terrestres y marítimas, lo que excluye a Portugal, incluye a RU-Gibraltar, y
dentro del Magreb, Marruecos y Argelia, comprendido el conflicto del Sahara y la delimitación
de fronteras marítimas frente a Canarias. De esta forma, con la referencia al Área del Estrecho
tendríamos las fronteras exteriores terrestres y marítimas a cargo de España, respecto al
Mediterráneo, RU (por Gibraltar) y Marruecos.

Incluso podríamos referir que el Área o Región del Estrecho tiene indirectamente un segundo
perímetro en otros Estados vecinos a Marruecos y Argelia, como los Estados del Magreb
(Mauritania, Túnez y Libia) y zonas extensas como el Área del Sahel con conflictos que pueden
tener una incidencia indirecta en los intereses de España en el Estrecho de Gibraltar y sus
fronteras exteriores del sur, terrestres y marítimas. La especificidad, por tanto, de las fronteras
exteriores europeas a cargo de España en el Área del Estrecho tiene una serie de caracteres que
inciden en la Seguridad: inmigración, defensa, terrorismo, control de flujos migratorios,
desarrollo económico y democrático en los países vecinos.

2.2. SOBERANÍA, FRONTERAS, Y VALOR ESTRATÉGICO PARA ESPAÑA DEL ÁREA DEL ESTRECHO

Hay que considerar que el Estrecho en sí tiene objetivamente un gran valor. Y que,
complementariamente, nuestro país tiene intereses vitales extraordinarios, por las
circunstancias especiales que le afectan directamente en su entorno inmediato y próximo.
Enumeraremos brevemente algunas cuestiones aquí vinculadas.

El Estrecho es la única vía de comunicación a un mar de importancia estratégica permanente,
como es el Mediterráneo. Separador de vectores culturales y políticos este- oeste y norte-sur, el
Estrecho tiene un valor permanente, en sí y para los intereses de nuestro país, aunque no
siempre se ha puesto de relieve. Es cierto que tradicionalmente se ha venido considerando que
su valor estratégico fue extraordinario durante todo el periodo de la guerra fría, y que la
posguerra fría motivó una cierta desvalorización estratégica. No obstante, todo confirma que
hoy en día el Estrecho, considerado Choke Point’ mundial, tiene plenamente asegurado el mayor
nivel estratégico posible2.

También analizar el Área del Estrecho nos lleva a tener en cuenta los actores intervinientes en
este importante espacio3. Así, debemos referir el Reino de Marruecos, y sus particulares
problemáticas: sus relaciones con España y la UE, el conflicto del Sahara. En cualquier caso, se
trata de un actor relevante que además ha manifestado un creciente interés por tener un rol
estratégico protagónico en la zona

El Estrecho implica también considerar la posición estratégica de Reino Unido, a través de sus
bases naval, aérea y de inteligencia radicadas en el Peñón. Aunque normalmente la posición
oficial británica es la de anteponer la visibilidad de los intereses de los gibraltareños al
extraordinario valor militar y de seguridad del Peñón, no se escapa que el aeropuerto –que es de
la RAF– la base naval y las instalaciones de comunicaciones e inteligencia constituyen una pieza
estratégica de extraordinario valor; y que además cuenta con el respaldo de Estados Unidos.

A su vez, Estados Unidos de América es un actor presente en el Área del Estrecho, a través de sus
bases en Rota y en Morón. Si la primera siempre ha sido considerada una de las tres más
importantes del mundo, la de Morón de la Frontera ha conocido de una revalorización
estratégica extraordinaria en los últimos años4.

En fin, no hay que olvidar que la actuación de la OTAN en esta Zona, ni que la Federación rusa
tiene una creciente presencia en el Mediterráneo, lo que nos afecta por nuestra posición en el
Estrecho, y las escalas de la flota rusa en el puerto de Ceuta5, entre otros factores.
Para España. En su planteamiento geoestratégico de Seguridad6, la Zona del Estrecho se



Para España. En su planteamiento geoestratégico de Seguridad6, la Zona del Estrecho se
encuentra muy condicionada por las controversias y reclamaciones territoriales existentes. Esto
determina que la soberanía y las fronteras que se plantean como problemáticas esenciales en
los territorios terrestres marítimos y aéreos de los Estados, sean temas muy especialmente
sensibles7 en los espacios marítimos del paso del Estrecho, y en todas las aguas adyacentes a
estos territorios.

Y es que, respecto a cuestiones de fronteras contestadas y soberanía en discusión, el Área o
Región el Estrecho concentra un buen número de problemáticas fronterizas terrestres y
marítimas, reclamaciones y conflictos y controversias internacionales.

En primer lugar, hay que referir la reclamación territorial de Marruecos sobre las Ciudades,
Islas y Peñones de España en la costa africana, que constituye una reclamación permanente y
que tiene singular incidencia sobre las Ciudades Autónomas de Ceuta y de Melilla. Hay que
tener en cuenta además que la presencia de España en la costa africana determina especiales
cuestiones en materia inmigración económica y de derechos humanos. En segundo lugar,
tenemos la controversia de Gibraltar, que es un problema de descolonización bajo supervisión
de Naciones Unidas, y reclamación histórica española.

Los problemas de fronteras terrestres son también problemas de fronteras marítimas, en un
área muy delicada para la navegación, el tráfico marítimo y la seguridad a todos los niveles. Y
del mismo modo, las controversias sobre fronteras alcanzan plenamente a la cooperación
transfronteriza, escasa, necesaria y real pero condicionada a la política exterior, al estar muy
vinculada en esta área a las relaciones de vecindad, y a los conflictos o situaciones de crisis.

Por otra parte, hay una tendencia a valorar por España y la UE la importancia del Área del
Estrecho a efectos de seguridad y cooperación antiterrorista. Además, este Área ya entra en la
consideración de ‘puerta de entrada’ de la inmigración, principalmente, por vía marítima a
Europa, inmigración que ha crecido en el último periodo, como confirman los datos de la
Agencia de Guardia Europea de Fronteras y Costas-Frontex8. Respecto a la Inmigración y los
Derechos Humanos, hay además una vertiente de desterritorializacion del control fronterizo
exterior europeo, mediante la ‘externalización’ de controles migratorios y la actuación
extraterritorial de los Estados, y que se manifiesta especialmente en esta Región del
Mediterráneo Occidental9.

Desde cualquier planteamiento, el Área/Región del Estrecho resulta por tanto objetivamente
necesaria para la Seguridad internacional, europea y española10.

2.3. LA POLÍTICA EXTERIOR DE ESPAÑA EN EL ÁREA DEL ESTRECHO

Partimos de la Definición de Política Exterior que nos ofrece la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de la
Acción y del Servicio Exterior del Estado: «el conjunto de decisiones y acciones del Gobierno en
sus relaciones con otros actores de la escena internacional, con objeto de definir, promover,
desarrollar y defender los valores e intereses de España en el exterior»11. Con claridad la Política
Exterior del Gobierno guía la Acción exterior de todos los órganos e instituciones del Estado12.

¿Tiene España o ha tenido una clara Política Exterior específica para el Área/Región del
Estrecho? ¿una política que se haya establecido estratégicamente y los diferentes Gobiernos la
hayan continuado? Hay que responder que, a la luz de la trayectoria de la España democrática,
parece difícil detectar una clara estrategia en la Política exterior española hacia este Área.

Por una parte, esto es comprensible, habida cuenta de la altísima sensibilidad y voltaje para
España de cualquiera de los temas vinculados íntimamente al Área del Estrecho, como hemos
indicado; pensemos en Ceuta y Melilla, los altibajos de la relación con Marruecos, o los vaivenes
de nuestra posición hacia Gibraltar y Reino Unido. Esto podría justificar una prevención a la
hora de explicitar una política de Estado preconfigurada hacia varias problemáticas de
evolución imprevisible.

Sin embargo, por otra parte, objetivamente hay una necesidad superior de establecer una
estrategia, ya que el valor trascendental del Área del Estrecho y su significado para los intereses



estrategia, ya que el valor trascendental del Área del Estrecho y su significado para los intereses
de España es tan abrumador que necesita unas posición estable y consensuada sobre la política
exterior a seguir en esta zona.

En realidad, el argumento de inacción/precaución (altísima sensibilidad y tendencia a no hacer
nada y en cualquier caso a políticas reactivas) al casarlo con el argumento de
prevención/proacción se resuelve en lógica a favor del segundo, ya que la vulnerabilidad de la
seguridad e intereses de España es exponencialmente más alta en caso de adoptar el primer
supuesto de inacción como eje político de acción.

Y, sin embargo, nos tememos que no ha habido una política o tan siquiera una posición
estratégica de conjunto española sobre el área del Estrecho, en la época democrática, aparte de
la meramente militar o defensiva.

En los años 80 del pasado siglo, el Eje estratégico Canarias – Estrecho - Baleares se convirtió en la
estrategia defensiva y de seguridad nacional13. Esta concepción que era principalmente naval se
sustituyó por otra más global en los años 9014. Fue a partir de 2000 cuando las Directivas de
Seguridad Nacional retomaron la importancia del Estrecho (en sentido geográfico estricto) para
España.

En realidad, hemos pasado por la elaboración de la Estrategia de Seguridad Nacional (ESN) de
2011 sin una referencia clara a la importancia de este Área o Región, salvo la referencia de la
ESN de 2013 a la región del Magreb15.

Esto, sin embargo, ha cambiado desde hace pocos años. Desde un punto de vista doctrinal
tenemos ya una clara apuesta por la identificación expresa del Área del Estrecho como zona de
especial interés estratégico para España, en el marco del interés hacia el espacio estratégico
comprendido entre el Mediterráneo y el Sahel16

Desde un punto de vista normativo y de elaboración de políticas específicas hacia este Área,
debemos referir la Ley de Seguridad Nacional17, la Estrategia de Seguridad Nacional 201318, la
Estrategia de Seguridad Nacional 201719, o Programas como el Programa MARES, que
claramente ponen el acento en la especificidad de esta área, en una zona que se considera de
especial relevancia estratégica20.

Incluso es de destacar el establecimiento de un Centro de Coordinación migratorio para el Área
del Estrecho21, lo que acentúa la especial necesidad de regular los problemas de esta zona, y de
ofrecer una cobertura institucional específica en sus problemáticas.

Podemos afirmar así que tenemos una más explícita percepción de la importancia estrategia de
la zona del Estrecho, y de la necesidad de su consideración separada a efectos de la Acción y la
Política Exterior española

Cuestión diferente, naturalmente, es si existe una Política Exterior coherente y específica para
esta Zona o Área del Estrecho. En mi opinión, no sólo la identificación de la zona de importancia
o relevancia para España, sino la adopción de una política específica para este Área es
necesaria, estando además justificada por su clara vinculación a la seguridad de España y sus
ciudadanos22.

Pero veamos a continuación los diferentes aspectos que conforman la complejidad del Área del
Estrecho, comenzando por la controversia histórica de Gibraltar.

3. GIBRALTAR Y REINO UNIDO. LA INCIDENCIA DEL ‘BREXIT’

El Área del Estrecho contiene un elemento que otorga un carácter único a esta zona para la
Política Exterior española: el territorio de Gibraltar, y que conlleva una complejidad añadida. En
efecto, Gibraltar es una enredada y problemática controversia histórica que desde la misma
cesión realizada por el Tratado de Utrecht de 1713 ha determinado una reclamación histórica
que constituye una de las señas de identidad del Reino de España23.

3.1. LA COMPLEJA CONTROVERSIA Y SU EVOLUCIÓN



3.1. LA COMPLEJA CONTROVERSIA Y SU EVOLUCIÓN

Gibraltar es un territorio que tiene un particular estatuto en Derecho internacional. Podemos
resumir brevemente este estatuto jurídico internacional de Gibraltar señalando que, en
principio, se trata de un territorio cedido por España en 1713, y por lo tanto sobre el que el
Reino Unido tiene un título válido de soberanía; Gibraltar de esta manera no es español, al ser
de soberanía británica –aunque de extensión contestada-. España ha reclamado secularmente
este territorio que se considera amputado del territorio de la Nación. En el marco de Naciones
Unidas, se trata de un territorio pendiente de descolonización, y desde 1964 la Asamblea
General ONU solicita que se lleven a cabo para este fin negociaciones hispano-británicas.

La Bahía de Algeciras/Gibraltar donde se localiza el territorio en disputa añade complicación a
la situación. En efecto, la controversia territorial afecta a la Bahía de Algeciras/Gibraltar, un
entorno densamente poblado y de extraordinario valor medioambiental24; donde las crisis
diplomáticas tienen una incidencia directa e inmediata en el día a día de los ciudadanos
gibraltareños y campogibraltareños.

Varios factores hacen que esta controversia territorial sea especialmente compleja y
problemática:

La existencia de una controversia histórica bilateral, que ha evolucionado en su complejidad
Esta controversia tiene componentes y escenarios jurídicos, pero también otros de naturaleza
política y de seguridad y defensa.

Por una parte, hay un título válido de cesión territorial a favor del Reino Unido, el Tratado de
Utrecht de 1713, que sin embargo no posee una delimitación fronteriza del territorio cedido, ni
una demarcación aceptada por los dos Estados. No hay acuerdo sobre los espacios cedidos en el
Tratado de Utrecht, que son objeto de cuestionamiento permanente. Sí parece claro que la
ciudad, castillo y puerto y las edificaciones complementarias de 1704 se cedieron a perpetuidad
al Reino Unido y por tanto son británicos. Pero el territorio de Gibraltar tiene otros espacios
(istmo principalmente, la montaña de Gibraltar, las ampliaciones y rellenos, y las aguas) bajo
actual jurisdicción británica, que no se mencionaron en el Art. X del Tratado de Utrecht.

La controversia a su vez se ha ido desdoblando y multiplicando en controversias separadas: la
controversia sobre el istmo no contemplado en el Tratado de Utrecht, donde existe un
aeropuerto militar; controversia sobre las aguas que rodean al Peñón; controversia
medioambiental; o incluso una controversia sobre el ejercicio de los controles en el paso
fronterizo de la Verja.

Territorio sujeto a descolonización bajo Naciones Unidas. El futuro del territorio y la
controversia han sido asumidos por la Organización de las Naciones Unidas, que ha considerado
que se trata de un caso de descolonización. Este enfoque descolonizador ha condicionado la
controversia y todos sus aspectos, pues la Sociedad Internacional a través de la ONU ha
considerado y catalogado la situación de Gibraltar como colonial, y atribuido un estatuto
jurídico a ese territorio, independientemente de lo que Reino Unido pueda internamente
organizar institucionalmente. En 2014 se cumplieron 50 años de doctrina ONU sobre Gibraltar,
que en líneas generales es un marco favorable para España, desde que motu proprio Reino
Unido lo incluyera en 1946 en la lista de los territorios no autónomos, figurando luego en la Lista
de Territorios pendientes de descolonización del Comité Especial de Descolonización y Comité de
los 24. En particular desde 1964, la Naciones Unidas, año a año, se pronuncian sobre Gibraltar,
considerándolo un territorio pendiente de descolonización, lo que debe producirse por la vía de
negociaciones bilaterales entre España y Reino Unido. Aquí el mandato de Naciones Unidas es la
negociación para una descolonización específica que desemboque en una reintegración
territorial. En este cuadro, NNUU nunca han reconocido a Gibraltar la condición de pueblo con
derecho a la autodeterminación, y sí su autoridad para hacer un seguimiento de la evolución de
este territorio. Se trata de una doctrina aquilatada con más de 50 años que beneficia a España25.

Entonces, al estar el estatuto de Gibraltar internacionalizado, el conjunto de espacios de
Gibraltar, aun los de clara soberanía británica, se encuentran hoy condicionados política y
jurídicamente por la doctrina de descolonización ONU, de forma que la soberanía británica es



jurídicamente por la doctrina de descolonización ONU, de forma que la soberanía británica es
una soberanía desnaturalizada, debido a la catalogación de Gibraltar como «Territorio no
autónomo»26. De manera que la Sociedad internacional considera que hoy el único estatuto legal
internacional de Gibraltar es el de «Territorio no autónomo», que prima y condiciona el título de
soberanía británico sobre una parte del territorio de Gibraltar. Correlativamente Reino Unido
de esta forma tiene la condición internacional de «Potencia Administradora del Territorio».

Aunque esta doctrina ONU es reiterada desde hace más de medio siglo, Reino Unido y Gibraltar
no la consideran válida, pues plantean otra lectura de la descolonización y del derecho de
autodeterminación.

Un peculiar estatuto de Derecho británico del Territorio - Gibraltar no es parte del territorio del
Reino Unido como Estado27. En efecto, aunque por diferentes razones, tanto España como Reino
Unido y Gibraltar, consideran que Gibraltar es un territorio diferente y legalmente separado de
Reino Unido.

Legalmente, es considerado por el Reino Unido como un Territorio de Ultramar británico
(British Overseas Territory), que tiene un régimen interno de autoorganización con una muy
elevada autonomía. Su norma básica, adoptada por el Reino Unido, es la «Constitución» de
Gibraltar de 2006. Tanto Reino Unido como Gibraltar consideran que esta «Constitución» es
muestra del ejercicio de autodeterminación del ‘pueblo’ de Gibraltar. Gibraltar pretende tener
un estatuto internacional separado de Reino Unido pero blindado ante las pretensiones
españolas.

El peculiar estatuto de Derecho europeo del Territorio. Gibraltar tiene un estatuto jurídico único
en la UE. Muchas políticas comunitarias no se aplican al reducido territorio de Gibraltar, lo que
provoca una situación diferenciada respecto al territorio circundante para la aplicación del
Derecho de la UE. España ha interpretado que esta situación favorece y provoca tráficos ilícitos.

La extraordinaria importancia militar y de seguridad de las bases británicas. Gibraltar es sede
de una serie de muy importantes bases militares y de inteligencia. Se ha considerado que
ocupan aproximadamente el 40% del minúsculo territorio28, y que bajo mando de su Ministerio
de Defensa constituyen para Reino Unido una pieza básica en su estrategia de seguridad
nacional29, otorgándole una posición de privilegio en el área del Estrecho30. Este dato de
privilegio en materia de seguridad, y también el compromiso con Gibraltar, llevan a que el
interés primordial británico que determina sus posiciones en la controversia sea el del
mantenimiento del statu quo.

El bloqueo de los marcos negociadores multilaterales, trilaterales y bilaterales.

En el momento actual, nos encontramos con una profunda crisis de los marcos de tratamiento
de la controversia, tanto el internacional como el bilateral. Desde 2011 los marcos negociadores
están bloqueados y no existen en la actualidad canales institucionales bilaterales, trilaterales o
multilaterales válidos para negociar y acordar cuestiones de convivencia transfronteriza y/o
cuestiones de fondo de soberanía31.

El marco internacional y multilateral de la ONU es abiertamente criticado por Reino Unido y
Gibraltar. Consideran inaplicable a Gibraltar la doctrina de descolonización onusiana, y
coinciden en reivindicar la autodeterminación selectivamente, pues reivindican en abstracto los
grandes principios ONU de la autodeterminación de los pueblos, aunque olvidando que, en su
aplicación a Gibraltar, la ONU considera año a año que no es un «pueblo» con este derecho, sino
un caso particular de descolonización mediante negociaciones hispano-británicas. También la
coincidencia en considerar ya efectuada la descolonización mediante la nueva Constitución
gibraltareña, que en realidad no es una verdadera Constitución establecida por un pueblo en
uso de su soberanía; aunque discrepan en las consecuencias de la aplicación del Tratado de
Utrecht, pues los gibraltareños lo consideran inválido. Y es Gibraltar quien especialmente insiste
en salir de la Lista de territorios por descolonizar. Pero en conjunto, se parapetan mutuamente
con una argumentación sencilla: Gibraltar es de soberanía británica, la doctrina de la ONU es
obsoleta, el único derecho de España es el del Tratado de Utrecht que impide la independencia,
sólo el pueblo de Gibraltar puede democráticamente decidir su futuro, por lo que debe poder
vetar los acuerdos hispano-británicos.



vetar los acuerdos hispano-británicos.
Las negociaciones hispano-británicas tienen un marco que fue convenido en Londres en 1980 y
asumido por las dos partes en el denominado Proceso de Bruselas, a partir de la declaración de
Bruselas adoptada bilateralmente en 1984. De esta forma, existe una relación directa entre el
marco bilateral y el marco de Naciones Unidas, pues la descolonización de Gibraltar a la que
obliga Naciones Unidas requiere de una negociación hispano-británica en busca de una
solución. Pero el Proceso de Bruselas, inactivo desde 2002, con el final de las negociaciones de
co-soberanía, no ha vuelto a activarse, pese a las reiteradas solicitudes expresas españolas, por
ejemplo, en 2006 y 2012.

Un desarrollo o ramal de estas negociaciones bilaterales ha sido el Foro de Dialogo o Foro
tripartito sobre Gibraltar, instaurado en 2004 por Reino Unido y España, y luego completado
institucionalmente con Gibraltar. Se trató de una estructura de cooperación transfronteriza de
especialísimas características, adaptadas al caso gibraltareño, y que permitió la adopción
informal de numerosas decisiones de cooperación local32. Sin embargo, el Foro de Diálogo se
consideró expresamente terminado por el Gobierno de M Rajoy, que propuso en enero de 2012
su restructuración como un Foro cuatripartito, que incluyera a la Mancomunidad del Campo de
Gibraltar y la Junta de Andalucía (cuyo Estatuto establece que Gibraltar es un territorio
histórico). De esta forma se quería impedir más que la interlocución directa con Gibraltar, la
negociación a tres en pie de igualdad, aunque sólo sea sobre aspectos de cooperación local. Estas
propuestas se encontraron con la oposición frontal del Reino Unido y Gibraltar33, que la
consideraron como una salida unilateral de España de esta estructura. Incluso las Resolución
ONU sobre Gibraltar de 2012 a 2017 reflejaron esta divergencia.

Por tanto, en perspectiva, sólo en el periodo 2004-2011 se consiguió articular coherentemente la
negociación hispano-británica del mandato de negociación de la ONU, en varios escalones: el
bilateral de Bruselas para la negociación sobre las cuestiones de soberanía; el Foro Tripartito, y
en su seno la Comisión Mixta Gobierno de Gibraltar-Mancomunidad de Municipios del Campo,
siendo los dos últimos los escalones previstos para la cooperación transfronteriza.

En cuanto a la cooperación transfronteriza, siempre ha habido problemas recurrentes para
llevar a cabo sin dificultades. En realidad, muy buena parte de la actividad cotidiana de
Gibraltar es problemática, ya que resulta muy difícil separar las cuestiones de convivencia
transfronteriza de las cuestiones de soberanía, pues casi todas las actividades parecen tener un
trasfondo de soberanía o que puede ser interpretado como perjudicial o abusivo para los
actores.

Desde 2016 parece que es factible la avanzada creación de una AECT por el Grupo
Transfronterizo/CrossFrontier Group. En efecto, ha habido un claro apoyo de instituciones y
partidos para esta posibilidad de Agrupación Europea de Cooperación Territorial Gibraltar-
Campo de Gibraltar, que tiene en preparación sus Estatutos34.

Lo cierto es que no tenemos desde enero de 2012 un marco o instituciones para llevar a cabo
negociaciones de cualquier clase; además los acuerdos de 2006 del Foro fueron progresivamente
anulados en los años siguientes por el Ministro García-Margallo, incluyendo el cierre del
Instituto Cervantes en Gibraltar. En general, el esquema marco de negociación se interrumpió
bruscamente a partir de 2012.

Una perspectiva diferente podría aparecer con Tratado de Retirada Reino Unido de 18
Noviembre 2018, que contiene un Protocolo sobre Gibraltar, y que reenvía a 4 Memorandos que
refuerzan la cooperación transfronteriza35. Probablemente constituye el paso jurídico más
sólido dado hasta el momento en el marco de Derecho europeo para asegurar la permanencia de
esta peculiar cooperación entre Gibraltar y el Campo de Gibraltar y España.

La dificultad de España para plantear una solución consensuada para Gibraltar.

Los cuestionamientos de los marcos negociadores a su vez ponen en riesgo los tradicionales ejes
de acción de la España democrática respecto a Gibraltar: negociación bilateral en el marco ONU,
y política de convivencia normalizada con la población.

Desde luego, es una constante en la política exterior española de los diferentes gobiernos



democráticos la pretensión de recuperar la soberanía, pero no hay un acuerdo nacional sobre el
procedimiento a seguir, ni sobre el modelo final que tendría esa recuperación. Aunque España
ha mantenido una serie de líneas principales de forma constante respecto a la reclamación
sobre Gibraltar, los gobiernos democráticos han ido variando de enfoque en su Política exterior,
de forma que cada gobierno de diferente signo ha querido diferenciarse en los planteamientos
negociadores sobre la reclamación.

El problema mayor a mi juicio es que España no tiene una estrategia a medio y largo plazo para
abordar la solución definitiva de la cuestión de Gibraltar. Para ello haría falta con carácter
previo asumir las potentísimas implicaciones que conllevaría una solución definitiva a la
cuestión gibraltareña:

A. Consenso nacional sobre medios y objetivos para España respecto a alguna fórmula de
recuperación de la soberanía: vía negociadora –con planteamientos como los de cosoberanía- o
la judicial36.

B. Negociación con Reino Unido y Gibraltar. Sea cual sea la vía elegida y el objetivo final, hay
que recalcar, y aunque parezca una obviedad, que «recuperar» Gibraltar supone «negociar» una
solución, en algún momento, antes o después, con el Reino Unido, pero también –aunque sea
indirectamente– con Gibraltar; por lo tanto España debe asumir que ex ante, durante o ex post,
habrá que negociar o contar con la aprobación del Gobierno de Gibraltar, ya sea por ejemplo
tras un acuerdo en el marco de la ONU, o bilateral con Reino Unido que reemplace el Tratado de
Utrecht, o tras un sentencia de un Tribunal internacional37. En este contexto, hay que destacar
que la «consulta» (se entienda como se quiera este término) a Gibraltar debe hacerse por
motivos teóricos y prácticos.

C. Abordar democráticamente la grave cuestión militar y de seguridad. España no puede orillar
el debate democrático sobre la presencia militar británica y las funciones que cumplen las
diferentes bases e instalaciones militares y de inteligencia en el Peñón. A diferencia de las bases
norteamericanas de utilización conjunta de Rota y de Morón, España nunca ha debatido ni
consentido mediante autorización parlamentaria esta continua presencia militar. Por lo tanto,
recuperar Gibraltar supone involucrar a las Cortes en el debate real sobre las bases militares
británicas, y sobre el tránsito y estancia temporal de buques nucleares (en su caso, también de
armamento nuclear) en la Bahía de Algeciras. Buscar una solución definitiva a la controversia
histórica, la situación de privilegio militar y estratégico de los británicos no puede mantenerse a
costa de la seguridad de los españoles.

En conjunto, la recuperación de Gibraltar para la soberanía española es una compleja decisión
de naturaleza política que no es estrictamente de política exterior. Las consecuencias reales de
una decisión para recuperar decididamente Gibraltar serían de un impacto extraordinario y de
gran envergadura para la política interna y exterior española, pues debe calibrar y sopesar la
proporcionalidad de los costes políticos, jurídicos e institucionales que conllevaría una decisión
de esta naturaleza.

Los efectos internos y externos de cualquier solución de fondo a la que se llegue para Gibraltar.

En efecto, si finalmente alcanzamos un acuerdo sobre una solución, probablemente se abrirían
más problemas para España, ya que cualquier modelo o salida podría tener consecuencias –
incluso desproporcionadas–para España, tanto interna como externamente.

Respecto a los efectos ad intra, debemos afrontar la incidencia política sobre las aspiraciones
nacionalistas, independentistas o secesionistas de partidos y grupos políticos de nacionalidades
históricas, que puede tener una posible solución mediante un estatuto internacional definitivo
para Gibraltar. Aunque sea un caso no extrapolable, incidiría de alguna forma en el debate
secesionista actual, como han demostrado la repercusión de las negociaciones de cosoberanía
que plantearon los líderes de Convergencia y del PNV, en diferentes momentos38.

Considerando las consecuencias ad extra de una solución definitiva internacional para
Gibraltar, no hay duda alguna de que tendría implicaciones profundas respecto al estatuto de
nuestras Ciudades, Islas y Peñones en el norte de África. Probablemente, es imposible evitar que



una solución internacional para Gibraltar no tenga efectos al otro lado del Estrecho. Con la crisis
de 2013-2014, además, los medios gibraltareños y británicos renovaron profusamente el
paralelismo de las Ciudades autónomas con Gibraltar39.

Si de verdad España pretende recuperar Gibraltar, mediante alguna fórmula de soberanía o co-
soberanía española, habrá que aceptar que la solución gibraltareña pueda tener políticamente
un cierto traslado a Ceuta y Melilla. Por lo que en caso de encontrar una solución gibraltareña
ese comparativo va a marcar a las Ciudades Autónomas por la similitud política y geográfica. En
realidad, tanto si pensamos que la solución gibraltareña sería inaplicable, como si pensamos
que –por las razones que sean– nos puede interesar estratégicamente a largo plazo una posible
similitud, conviene que desde el inicio España tenga asumida las largas consecuencias que
tendría para Ceuta y Melilla una solución internacional definitiva o permanente para Gibraltar.

________________

Este conjunto de elementos explica que esta controversia territorial sea especialmente
compleja40 –y difícil de comprender más allá de nuestras fronteras–. Las crisis de convivencia
están vinculadas a estos posicionamientos tan radicalmente diferentes de Gibraltar, Reino Unido
y España. Especialmente en el caso de ausencia de canales de diálogo y entendimiento, como
ocurrió con la crisis de 2013, con severas consecuencias de episodios de conflicto y
desentendimiento diplomático entre países y comunidades vecinas41; e incluso llevarnos a
cuestionar la validez de los ejes principales institucionales y jurídicos que han regido la
controversia en las últimas décadas.

En este contexto, la problemática del Brexit afecta especialmente a Gibraltar, mostrando las
específicas y duras consecuencias en este territorio de la decisión británica de salida. Como,
también, las oportunidades que se abren para todos.

3.2. EL ‘BREXIT’ Y GIBRALTAR. EL TRATADO DE RETIRADA DE REINO UNIDO DE NOVIEMBRE DE 2018

El referendo de junio de 2016 favorable a la salida del RU de la Unión, conocida como ‘Brexit’, ha
situado a Gibraltar en una tesitura inesperada y muy incómoda. Desde luego, los resultados
fueron aquí abrumadoramente favorables a la permanencia (cercanos al 96%); muy
probablemente motivados por la intención de continuar con el statu quo actual en la UE, pero
también porque los gibraltareños han venido considerando a la Unión como un escudo
protector ante las posibles actitudes restrictivas españolas. De hecho, en gran parte la posición
favorable a la UE respondía también al temor a una actitud española más agresiva42 y a la
posible legalidad del cierre de la Verja: cuando eventualmente cese en el futuro la vigencia del
Derecho UE, el Tratado de Utrecht podría recuperar su aplicabilidad (Art X, 2 párrafo, que se
encuentra actualmente en suspenso o resulta inaplicable)43.

Esta súbita aparición de escenarios indeseados ha estado además acompañada de muchas dudas
sobre la efectiva aplicación procedimental del Art. 50 TUE. Ahora en perspectiva, ya sabemos el
recorrido a efectuar, con dos Tratados (los llamados de divorcio y de establecimiento de
relaciones futuras UE-RU), en un contexto donde los dos años desde que el 27 de marzo 2017 el
RU entregó en Bruselas la carta o notificación formal44 que formalmente activó el art. 50, se
cumplieron en marzo de 2019, y por tanto marcan la salida –con Tratado o no de divorcio–
efectiva de la UE, de RU y Gibraltar, en un contexto de prórrogas y de indecisión británica en la
fase final.

Aunque no podemos centrarnos detalladamente en este tema del Brexit, señalaremos algunas
ideas sobre las consecuencias de su aplicación a Gibraltar45, y a la relación con España y el
Campo de Gibraltar.

A. Estamos ante la alteración histórica de uno de los marcos fundamentales jurídicos,
institucionales y económicos aplicables al territorio, y que viene aplicándose continuadamente
desde 1973. Existe la obligación de suprimir, cambiar o modificar el estatuto europeo de
Gibraltar, lo que cambia las reglas de juego en la tradicional situación que se conocía desde la
España democrática. Esta nueva realidad para Gibraltar, España y el Campo de Gibraltar altera



los marcos jurídicos de la controversia, muy particularmente el del Derecho de la UE, en el que
Gibraltar tienen un estatuto único y singular46. Lo anterior supone una catarata de nuevas
situaciones, ventajas, inconvenientes y oportunidades desconocidas para todos.

B. La situación obliga a una nueva relación con Reino Unido, España y la UE, en lo que hemos
denominado el ‘año cero’ de Gibraltar47 y que puede marcar un antes y un después para el
Peñón; puede perderse el papel fundamental de la UE como garante de derecho económico e
institucional, con funciones de control por un tercero de la aplicación del Derecho de la UE,
incluso con funciones que han sido consideradas como de mediación48.

C. Las alternativas no son fáciles de diseñar en caso de perder el papel fundamental de la UE y
de las libertades y políticas del mercado interior que selectivamente se aplican a Gibraltar, y que
divergen de los intereses y opciones que los británicos desean para el RU49. Las opciones de la
solución «Groenlandia a la inversa» o la búsqueda de un estatuto de «microstate-style
relationship with the EU» –que no constituye un modelo final predefinido–parece difícil o
inviable, puesto que Gibraltar no es un Estado, ni es parte del Estado británico, ya que la
calificación de Derecho británico interna es la de Territorio de Ultramar (British Overseas
Territory)50.

D. La posición de España respecto a Gibraltar queda reforzada en esta coyuntura, que supone
un inesperado respaldo de suposición en la UE y en general en la controversia internacional.
Tanto para negociar las condiciones de salida de RU como el futuro estatuto europeo de
Gibraltar, España tiene oportunidad jurídica de hacer valer el diferenciado estatuto
internacional de Gibraltar como Territorio No Autónomo (Non Self-Governing Territory)
pendiente de Descolonización.

En estas negociaciones de salida de Reino Unido, podemos destacar los siguientes hitos con
relación a la cuestión de Gibraltar:

** El planteamiento inicial fue anteponer la cuestión de la soberanía en esta coyuntura, con la
propuesta de cosoberanía que planteó el Gobierno Rajoy con el Ministro García-Margallo,
realizada sin previo consenso en las Cortes, obtuvo el rechazo de Gibraltar y Reino Unido y
bloqueó cualquier cooperación de la comarca circunvecina con Gibraltar. España asoció la
cuestión Brexit con la solución final del contencioso, quizás con el pensamiento puesto de que la
posición de fortaleza51 que el referendo de salida de la UE repentinamente ha procurado a
España, debía aprovecharse en términos de avances en la cuestión de la soberanía.

** España obtuvo en las Orientaciones de negociación del Consejo Europeo, la garantía de la
Cláusula 24, que en la práctica suponen excluir a Gibraltar de la lista negociadora y temas
generales de negociación, pues cualquier acuerdo sobre Gibraltar requiere el previo acuerdo
entre España y RU. Esto quedó reflejado en las Orientaciones del Consejo Europeo (art. 50) para
las negociaciones del Brexit de 29 de abril de 2017, punto 24 del acuerdo52.

** En el Tratado de salida de 18.11.2018, refrendado por el Consejo Europeo el 25.11.2018, se
contiene un Protocolo sobre Gibraltar que obtuvo con carácter previo la aprobación de España
en una separada negociación hispano-británica53. Este Protocolo reenvía a 4 Memorandos,
firmados el 29.11.201854. Complementariamente se ha firmado el 04.03.2019 un Tratado
Internacional sobre fiscalidad y protección de intereses financieros, el primero con Reino Unido
sobre Gibraltar tras el Tratado de Utrecht55.

** Para este Tratado de 25.11.2019 se realizaron Declaraciones interpretativas que garantizan la
restricción a Gibraltar en el futuro del segundo Tratado de relación UE-RU, y la previa
aquiescencia de España a cualquier nueva situación, acordadas en la Reunión extraordinaria
del Consejo Europeo (Art. 50), 25 de noviembre de 201856.

** Se ha introducido la situación colonial en las Notas que acompañan las referencias a
Gibraltar en diversos documentos de negociación; asumiendo así la UE la posición de España, lo
que se añade al ya anterior reconocimiento en Derecho UE de la existencia de una controversia
internacional57.



** Probablemente la cuestión de la soberanía volverá a tratarse en algún momento con ocasión
de la negociación del segundo Tratado, el de relación futura Reino Unido-Unión Europea58.

E. La coyuntura del Brexit ha acentuado las problemáticas de la cooperación transfronteriza
existente con el Campo de Gibraltar. Y también la percepción de la necesidad de contar con los
intereses del Campo de Gibraltar y en concreto de garantizar los derechos de los trabajadores
transfronterizos. En realidad, hay una perentoria necesidad de regular los problemas de la vida
cotidiana y las cuestiones conflictivas más inmediatas con un Modus Vivendi59.

En este sentido, se observa una Progresiva identificación de los intereses de España con los
intereses de los campogibraltareños, pues la defensa de los intereses de estos ciudadanos, en
particular de los trabajadores transfronterizos, ha sido asumido como un vector de actuación de
todas las fuerzas políticas españolas. El Brexit ha definitivamente hecho ver la identificar y la
existencia del nuevo actor que es el Campo de Gibraltar. Los intereses de España en esta tesitura
son la tradicional reclamación de la soberanía sobre la Ciudad perdida del Reino; pero también
constituye interés del Estado el de la población española del Campo de Gibraltar, y en especial
del municipio fronterizo de La Línea, que vive día a día las consecuencias de una controversia
histórica.

Entonces, en el contexto actual tenemos nuevamente la dicotomía soberanía-cooperación
transfronteriza con Gibraltar. En este orden de ideas, el Tratado de salida de noviembre de 2019
es favorable a la consideración de los derechos de los ciudadanos de la zona, y tratamiento de
las perspectivas de cooperación, mediante el Protocolo y los Memorandos negociados pro Reino
Unido y España. Se privilegian así los acuerdos de cooperación transfronteriza, pues el Protocolo
del Acuerdo de Retirada refleja acuerdos en muchos aspectos problemáticos cotidianos, e
incluso eleva a rango de Derecho originario cuestiones esenciales de la cooperación
transfronteriza en la comarca: trabajadores transfronterizos, fiscalidad e intereses financieros,
medioambiente y pesca, cooperación aduanera y policial; creándose además una estructura de
seguimiento de estos acuerdos. El Protocolo reenvía a cuatro Memorandos, y tiene el potente
significado de blindar mediante Tratado internacional materias esenciales de cooperación con
Gibraltar, dando así respaldo y amparo jurídico de la UE a este modus vivendi acordado
previamente.

La estrategia negociadora española parece haber reservado las cuestiones de soberanía para
plantearlas bilateralmente de cara al posterior Tratado de relación futura UE-Reino Unido, en
principio previsto para ser aplicado a partir de enero de 2021, y en el que también deberían
incorporarse estos primeros acuerdos de cooperación transfronteriza del Protocolo del Tratado
de Retirada. Existen no obstante numerosas dudas en el momento de redactar estas líneas sobre
el resultado final del Brexit, y si sería aplicable y cuándo el Tratado de Retirada de Noviembre
2018.

4. RELACIONES HISPANO-MARROQUÍES

4.1. LA EVOLUCIÓN DE LAS RELACIONES BILATERALES EN EL CONTEXTO DE LA UE

Como es conocido, las relaciones entre España y Marruecos han sido tradicionalmente
problemáticas. En el contexto de las relaciones de vecindad españolas, las hispano-marroquíes
contrastan con las pacíficas y buenas relaciones con Francia y Portugal, nuestros otros vecinos –
si dejamos aparte la espinosa cuestión de Gibraltar y las relaciones transfronterizas
peculiarísimas con el Reino Unido a causa de este territorio pendiente de descolonización–60

En este sentido, las relaciones bilaterales hispano marroquíes han conocido históricamente de
ciclos de mayor y menor entendimiento y cooperación, con una larga lista de temas conflictivos
en la agenda bilateral. Muchos temas de la agenda bilateral, sin embargo, se han
redimensionado tras la pertenencia de España a las CCEE/UE y la muy especial vinculación de
Marruecos con la UE. Esto ha llevado a una reducción de las problemáticas meramente
bilaterales y las consiguiente conflictividad entre los países.



Existen una serie de aspectos que merecen resaltarse a la hora de presentar una visión de
conjunto sobre estas peculiares relaciones bilaterales:

Desde un enfoque sociológico, probablemente existe un poso mutuo de desconocimiento, recelo
y desconfianza entre los pueblos de los dos Estados. Esto parece ser una constante sociológica, el
perceptible distanciamiento entre dos sociedades muy diferentes culturalmente, con
malentendidos y aprensiones colectivas, según señala el mismo Tratado de Amistad, Buena
Vecindad y Cooperación entre el Reino de España y el Reino de Marruecos de 199161.
Constatación jurídica de 1991, pero también constatación que continua en los estudios e
Informes más recientes, como el del Real Instituto Elcano sobre Relaciones España-Marruecos
de 201562. Aún hoy se sigue refiriendo el objetivo de superación de «los altos niveles de
desconocimiento mutuo, de las percepciones cargadas de estereotipos y del déficit de contactos
entre actores sociales y políticos»63.

Si nos centramos en las relaciones institucionales y de Gobierno, la política exterior bilateral de
los dos países han sido tradicionalmente conflictivas y complejas64, desde la independencia de
este país en 1956. Ha habido ciclos de mayor o menor cooperación y conflicto65.

Estos ciclos tendrían como hitos la retrocesión de Tarfaya (1958), el conflicto y retrocesión de
Ifni (1969), la Marcha Verde, los Acuerdos de Madrid y retirada española del Sahara (1975–1976),
los continuos conflictos de pesca, el Acuerdo de Amistad y Cooperación de 199166, la crisis de
2001-2003, y la normalización iniciada en 2004, que llevó a la existencia de una intensa
colaboración bilateral con múltiples Grupos de trabajo y Comisiones mixtas en muy diferentes
ámbitos67.

Desde luego, tradicionalmente ha sido una lista larga de temas problemáticos los que han
enturbiado y dificultado las relaciones entre los dos países: por ejemplo, pesca, inmigración,
visados, importaciones agrícolas, la cuestión del Sahara, o la reivindicación marroquí de
territorios de España en la costa africana. Como decimos, la conflictiva bilateralidad dio paso a
una agenda diferente, marcada y contextualizada por la UE con ambos países.

4.2. LOS PLANTEAMIENTOS ACTUALES EN LA COOPERACIÓN CON ESPAÑA Y LA UE

La Unión Europea ha actuado como dulcificador de las relaciones bilaterales. La mayoría de los
aspectos conflictivos de las relaciones bilaterales han sido mediatizados por la participación de
España y Marruecos en la UE, España como miembro desde 1986, Marruecos con un estatuto
particular o especial, actualmente «Avanzado»68 en el contexto de la Política de Vecindad
Europea.

Lo relevante para las relaciones hispano-marroquíes es que la involucración de la UE en lo que
anteriormente eran temas puramente bilaterales –como, por ejemplo, eran los acuerdos de
pesca, subsumidos tras la adhesión española como competencia exclusiva de la CE/UE– ha
llevado a una drástica reducción de la conflictividad, y por tanto ha aportado una mayor
estabilidad a las relaciones en muchas temáticas69.

De esta forma, las relaciones bilaterales han sido «dulcificadas» por este factor internacional
común que es la Unión Europea, y que desde 1986 condiciona decididamente las relaciones
hispano-marroquíes70.

Existen sin embargo otros ámbitos donde, gracias a la UE, la cooperación con España se ha
desarrollado más extensamente, actuando la UE como facilitadora de la intensificación de
relaciones políticas y económicas.

En este sentido, hay que referir en primer lugar el Estatuto Avanzado de Marruecos en la UE. Se
trata de un marco político e institucional de colaboración que la UE otorgó a Marruecos en
Octubre de 2008, y que certifica la especial posición de Marruecos para la Europa71. A su vez,
este Estatuto permite avances y desarrollos importantes en variados ámbitos; muestra de ello es
la Propuesta conjunta de Decisión del Consejo relativa a la posición de la unión en el seno del
consejo de asociación instituido por el acuerdo euromediterráneo por el que se crea una



asociación entre las comunidades europeas y sus estados miembros, por una parte, y el reino de
Marruecos, por otra, con vistas a la adopción de una recomendación relativa a la ejecución del
plan de acción UE-Marruecos de ejecución del estatuto avanzado (2013–2017)72. Esta propuesta
contempla una intensificación de la cooperación en materias como el Dialogo político y
estratégico, democracia, gobernanza y derechos humanos, justicia y seguridad, espacio
económico común, aproximaciones entre los pueblos, comercio, mercado y reforma normativa,
transporte, energía, medio ambiente y I+D, educación, formación y salud.

En segundo lugar, nos encontramos en 2013 con el fuerte impulso dado por la UE a la apertura
de negociaciones para un acuerdo de libre comercio profundo y completo, a efectos de facilitar
la integración progresiva de Marruecos en el Mercado interior europeo, abarcando sectores y
ámbitos hasta ahora no cubiertos por el Acuerdo Euro mediterráneo de Asociación suscrito con
este país en 199673.

Las relaciones con los Gobiernos de los Presidentes Rodríguez Zapatero, Rajoy y Sánchez han
sido excelentes y preservado una estabilidad en las relaciones bilaterales. Decididamente, el
ámbito bilateral y el multilateral están conociendo de un buen momento para las relaciones
entre España y Marruecos. Por lo que hace a las puras relaciones bilaterales, y aún con
problemas como los migratorios, se constata un dilatado periodo de bonanza, sin las clásicas
crisis cíclicas hispano-marroquíes.

Por otra parte, las reuniones y acuerdos que se están produciendo desde 2012 son muy
ejemplificativos del excelente nivel de las buenas relaciones: la Reunión de Alto Nivel – RAN de
Octubre 2012. Y en 2013 la visita rey de España, atendiendo a una invitación del rey Mohamed
VI, la RAN de 2015, y la visita de Estado de Febrero de 2019. La importancia y extensión de los
acuerdos avala una relación fluida y de gran potencial74.

Se trata de un contexto en el que generalizadamente se subraya el clima excelente en las
relaciones hispano-marroquíes en la mutualidad, avaladas por los datos económicos que
constatan que España es ya el primer proveedor de Marruecos, por delante de Francia, por
primera vez desde la independencia de 195675. Muy probablemente estas cuestiones tienen que
ver con el convencimiento de la necesidad y oportunidad de unas buenas relaciones de
vecindad, y de la sintonía en una materia tan sensible para Marruecos como la cuestión del
Sahara, que ha encontrado en los Gobiernos de Rodríguez Zapatero y de Rajoy un acercamiento
a sus posiciones de regionalización del territorio76.

El trasfondo de la reclamación territorial marroquí. Incidentes recurrentes en las fronteras de
Ceuta y Melilla, o la anormal situación de un año sin Embajador de Marruecos en Madrid
durante los años 2010 y 201177, por ejemplo, ponen de relieve que existen vaivenes y altibajos
en las relaciones. El trasfondo son los temas territoriales, que permanecen enquistados en lo
más profundo de estas relaciones bilaterales «puras». Las posesiones de España en la costa
africana provocan conflictividad en las relaciones con nuestro vecino del sur, como ocurrió de
forma manifiesta en 2002 con el conflicto de Perejil.

La reivindicación permanente marroquí sobre las Ciudades Islas y peñones de España en la
costa africana, que introduce un factor permanente de desencuentro y crisis periódicas entre
ambos países. Incluso, en el ámbito UE hemos tenido una incidencia negativa de las
reclamaciones territoriales hacia España en los programas y marcos de cooperación
transfronteriza. En efecto, y como hemos señalado, las cuestiones territoriales afectan
decididamente las relaciones bilaterales hispano-marroquíes y envenenan y condicionan
incluso los programas europeos de cooperación transfronteriza con España y la UE78. Plantean
además en el caso de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla toda una serie de problemas
permanentes de inmigración, asilo y refugio, y de respeto de derechos humanos79.

La cuestión del Sahara es un condicionante esencial de las relaciones bilaterales y multilaterales
de Marruecos, como cuestión de principio. Se trata de un factor que hoy es predominante en la
agenda interna y externa marroquí, y para España hoy está más presente en la relación bilateral
que la cuestión de la reclamación de Ceuta y Melilla. Además, la misma relación con la UE se ha
visto afectada por la sucesión de sentencias TJUE sobre Tratados aplicables al Sahara que, en



definitiva, no consideran al territorio del Sahara como parte del territorio de Marruecos, sino
con un estatuto internacional particularizado80.

De esta forma, la afectación por el tema del Sahara de la relación UEMarruecos condiciona
también nuestra actividad en el Marco UE, pero también puede afectar negativamente las
relaciones bilaterales. De manera que la UE, tradicional dulcificador de cuestiones bilaterales, se
puede convertir –por la cuestión territorial básica del Sahara– en una influencia negativa en las
relaciones bilaterales. Se produce de esta forma un vector nuevo en las tradicionales relaciones
hispano-marroquíes, pues la actividad (normativa, jurisdiccional, parlamentaria) de la UE puede
ahora repercutir negativamente en las relaciones bilaterales.

Perspectivas de futuro de la relación bilateral. Las cuestiones de seguridad y antiterrorista y
cuestiones migratorias marcan hoy con claroscuros la agenda bilateral. Las peculiares
relaciones de vecindad tienen hoy otros temas esenciales, donde la triangulación UE-Marruecos–
España es efectiva y necesaria. Según el Real Instituto Elcano, para España dos de los tres
escenarios de mayor riesgo para los intereses españoles son la estabilidad de Marruecos y
Argelia, y la sostenibilidad de Ceuta y Melilla81

La cooperación es muy sólida y se ha reforzada por importantes acuerdos en los últimos años. El
trasfondo es una cooperación económica sin precedentes y que ha llevado a que hoy España sea
el primer socio comercial de Marruecos.

En este contexto, se ha planteado la necesidad de modificar el tradicional discurso del colchón
de intereses, para adecuarlo a una relación de mayor complementariedad de las economías que
señala Gonzalo Escribano82.

También parece oportuno que debería aprovecharse el momento para resolver problemas
bilaterales y ampliar la estabilidad y consolidar la relación. El contexto es tan favorable que los
dos países deberían aprovechar para encauzar las problemáticas territoriales de forma que no
incidan negativamente en el futuro en la buena marcha de las relaciones83.

En general, las relaciones bilaterales, con sus altibajos84, pueden aprovechar esta peculiar
vecindad, y asegurar una profunda cooperación y entendimiento, que debe ser estructural y
permanentemente, por historia común y geografía, pero también por mutuo beneficio y
capacidad de influencia en el ámbito mediterráneo y europeo.

5. CEUTA, MELILLA Y LAS ISLAS Y PEÑONES DE ESPAÑA

Si nos centramos en este factor territorial que tanto condiciona las relaciones hispano-
marroquíes, veremos que se trata de una aspiración de integridad territorial de los dos países,
que provoca una conflictividad de carácter permanente85.

5. 1. LOS TERRITORIOS RECLAMADOS Y LA TERMINOLOGÍA DE LA RECLAMACIÓN

Forman parte del territorio del Estado ciertas ciudades y territorios en la costa africana, que son
reclamados por el Reino de Marruecos. Se trata de la Ciudad de Ceuta, la Ciudad de Melilla, el
Peñón de Vélez de la Gomera, el Peñón de Alhucemas, y las Islas Chafarinas. Se trata de
territorios de muy distinta condición, pues tenemos junto a las Ciudades Autónomas de Ceuta y
de Melilla, un Peñón integrado en la costa marroquí (Vélez), otro Peñón (que en realidad son
tres islas en una bahía, Alhucemas), y un conjunto de Islas cerca de la costa mediterránea
marroquí y argelina (Chafarinas).

Denominar el conjunto de los territorios como Ciudades, Islas y Peñones de España en el norte de
África, permite visualizar las situaciones diferenciadas de las Ciudades Autónomas de Ceuta y de
Melilla, por una parte; y la de los Peñones e Islas de Vélez de la Gomera, Alhucemas y
Chafarinas, por otra parte.

En mi opinión, de esta lista debe excluirse al cuestionado islote de Perejil. Independientemente



del debate de los títulos jurídicos sobre Perejil/Toura o Leila, no debe incluirse entre las Plazas,
Islas y Peñones sencillamente porque tras los incidentes de 2002, tiene un régimen internacional
especial de no ocupación.

Para estas áreas del territorio español, las categorías y denominaciones que se utilizan son muy
variadas. El uso de una u otra denominación no es cuestión neutral, como es el término
Presidios (en ocasiones diferenciando los Presidios mayores de Ceuta y Melilla, y los Presidios
menores de Vélez, Alhucemas, Chafarinas).

Una denominación muy extendida como designación genérica es la de «Enclaves», aunque su
uso no es correcto jurídicamente86. En fin, ha sido común referirse a las Plazas y Territorios «de
soberanía», expresión con muy probable origen en tiempos del Protectorado.

Marruecos, por su parte, utiliza indistintamente una batería de términos que subrayan un
componente negativo o de ocupación ilegítima: enclaves, enclaves coloniales, presidios,
territorios marroquíes bajo dominación colonial, o refiriéndose a las ciudades marroquíes e
islas usurpadas, ocupadas o expoliadas en el norte del reino.

Además, Marruecos reivindica la existencia de un «contencioso territorial» con España,
pretendiendo la retrocesión o al menos la revisión del estatuto de estos territorios.

5.2. EL PLANTEAMIENTO ESPAÑOL VS. PLANTEAMIENTO MARROQUÍ

Hay que señalar que España posee títulos jurídicos de soberanía, de diversa naturaleza, sobre
determinados territorios en África. Para España la mayoría de estos territorios forman parte del
Reino desde su constitución como Estado, con presencia efectiva y continuada, por lo que el
planteamiento constante es el de pertenencia plena al Reino, cuyo territorio no está definido en
la Constitución de 1978.

Tienen así el mismo estatuto desde que se llevó a cabo su integración en la Corona por diversos
modos de adquisición del título de soberanía: títulos de origen histórico, cesión de Portugal,
conquista y ocupación de estos territorios, entre los que no figura una previa cesión por la
entidad soberana pre-estatal marroquí. Por esto mismo, la condición de parte del territorio
nacional no se vio afectada por la existencia del Protectorado.

La posición española con sus diversos títulos de adquisición de soberanía y Tratados de límites
fronterizos de los siglos XVIII, XIX y XX, es sólida en Derecho Internacional, y de hecho nunca
han sido territorios considerados internacionalmente como Colonias o Territorios No
Autónomos. Pese a la diversidad de los títulos de soberanía y de la naturaleza de los diferentes
territorios, España mantiene una posición idéntica sobre todos ellos.

Estos territorios son objeto de permanente reivindicación marroquí, con pretensiones que
repercuten en la ausencia de delimitación de espacios marítimos, en particular en el Estrecho de
Gibraltar.

Para Marruecos, la no aceptación de sus fronteras fundacionales de 1956 es la consecuencia de
un nacionalismo con componentes de irredentismo territorial, en busca de la consecución de las
fronteras «históricas» y su «unidad natural» en un «Gran Marruecos». Este planteamiento
identitario conlleva una permanente reclamación territorial hacia España, en búsqueda de la
integridad territorial que debe hacer volver estos territorios a la «madre patria» marroquí.
Marruecos considera que los Tratados firmados antes de su independencia son el resultado de
una política de fuerza microimperialista. Y en su Derecho interno ha adoptado normas que no
reconocen la soberanía ni jurisdicción territorial o marítima española de los territorios en la
costa africana.

Analizando la posición marroquí, vemos que el planteamiento puramente descolonizador no
parece hoy activo. Claro que Marruecos ha reivindicado desde 1960 en distintos foros de la ONU
su reclamación sobre Ceuta, Melilla y los otros territorios. Sin embargo, Ifni y el Sáhara español
sí fueron incluidos en la lista de Territorios No Autónomos y por descolonizar; en cambio, las



Ciudades, Islas y Peñones nunca han entrado en dicha Lista. Marruecos lo intentó formalmente
en 1975, aunque no prosperó entonces, y no ha vuelto a plantear una nueva solicitud de
descolonización ante Naciones Unidas, aunque puede reactivarla en cualquier momento. En
cualquier caso, en el marco del Derecho Internacional, parece jugar más el Principio de
integridad territorial, reclamado por Marruecos y por España al mismo tiempo, antes que el
Principio de libre determinación de los pueblos coloniales.

Marruecos parece preferir ahora el término anacronismo para reclamar la finalización de la
ocupación española, en lugar de la descolonización, si bien en ocasiones utiliza el comparativo
colonial.

Es interesante destacar que la línea estratégica de la política exterior marroquí consistente en
comparar las situaciones de Gibraltar con las de Ceuta y Melilla, parece ahora abandonada. La
reivindicación marroquí busca una solución por medios pacíficos y no por la fuerza, en
negociación bilateral con España, que siempre se ha opuesto a tratar bilateralmente la temática
territorial mediante negociaciones directas sobre las ciudades; en particular, rechazando la
creación de la «célula de reflexión» propuesta por el rey Hassan II.

En suma, dado el planteamiento territorial marroquí en el que la recuperación de Ceuta y
Melilla es un «objetivo nacional», se tratará de un tema abierto, condicionado por factores
internos e internacionales, abocado a provocar periodos de conflicto y cooperación en nuestras
relaciones bilaterales con Marruecos. Por ello hemos de asumir en la actualidad y previsible
futuro un planteamiento marroquí que conjugue la reivindicación simbólica y, al mismo tiempo,
la cooperación con España.

5.3. VALORACIÓN DE LAS POSICIONES JURÍDICAS Y POLÍTICAS DE LOS DOS ESTADOS

La posición jurídica internacional española es sólida, sobre basada en los reiterados Tratados
celebrados en los siglos XVIII y XIX, y en la no consideración por la ONU de la condición colonial
de estos territorios.

Además, por lo que hace a la UE, la entrada de España en las Comunidades Europeas/Unión
Europea y la aplicación del Derecho comunitario en Ceuta y Melilla, expresamente previstas en
el Acta de Adhesión de España y Portugal a las Comunidades Europeas, han objetivamente
reforzado la condición de estos territorios bajo soberanía española. Incluso la entrada en vigor
del Tratado de Lisboa ha determinado la aplicación al Reino de España (y por tanto también a
todos sus territorios en el norte de África) de la cláusula de defensa mutua, lo que abre el
paraguas de protección ya existente en el marco OTAN a Ceuta y Melilla.

En Derecho interno español tenemos en cambio un contraste entre las Ciudades, por una parte,
y las Islas y Peñones por otro. Por lo que respecta a Ceuta y Melilla, la adquisición del Estatuto
de Autonomía de las Ciudades en 1995 ha reforzado su particular condición en el seno de la
organización territorial española. Las Ciudades Autónomas de Ceuta y de Melilla, son ya entes
territoriales sui generis con un estatuto particularizado que no es formalmente el de
Comunidades Autónomas. En cambio, la posición de Derecho interno español de las Islas y
Peñones es en cambio, asombrosamente débil. Se trata de un caso único en España, pues tienen
un indefinido o ambiguo estatuto jurídico interno. La Constitución no los menciona, y están
completamente fuera de la organización territorial del Estado –autonómica, provincial,
municipal y de las Ciudades Autónomas–con expresa exclusión en 1995 de las Leyes Orgánicas
que aprobaron los Estatutos de Ceuta y de Melilla, y que dejaron a las Islas y Peñones
dependiendo única y directamente del Gobierno Central. En realidad, se trata de territorios que
no figuran explícitamente como españoles o de España en ningún texto relevante, siendo áreas
del territorio que integran el Reino, administradas directamente por el Gobierno/Administración
central. Sin duda, la regulación más detallada es la militar, pero incluso aquí la regulación ya no
contempla expresamente a las Islas y Peñones. Es cierto que las Islas Chafarinas tienen la
especificidad normativa de constituir un Refugio Nacional de Caza desde 1982, administrado por
el Organismo Autónomo Parques Nacionales. Pero en la práctica es el Ministerio de Defensa la
única Administración efectiva y sobre el terreno sobre todos estos territorios.



Este vacío regulador en Derecho español de los Peñones e Islas provoca incertidumbre en
muchos ámbitos, y acentúa la división de regímenes jurídicos de las Ciudades, por una parte, y
de las islas y peñones, por otra.

Y aunque en el plano jurídico-internacional los argumentos de España son sólidos, si nos
desplazamos al terreno político internacional, la posición española puede resultar debilitada. Y
en particular, por la realidad y estatuto jurídico difuso de las Islas y Peñones, que presentan un
flanco discutible: plantean inconvenientes serios de delimitación terrestre y marítima. A esto se
añade una de por sí difícil explicación y justificación política, habida cuenta de su proximidad a
la costa marroquí, o incluso su integración en el mismo territorio terrestre norteafricano, aparte
de la inexistencia de actividad económica ni población civil, y hoy única presencia militar
permanente. Aunque estas evidencias geográficas y militares tienen buena defensa desde el
Derecho, la lógica de los medios de comunicación y de los foros internacionales puede ir en
contra de los argumentos de España.

Hay que tener en cuenta que se trata de cuestiones territoriales que siempre Marruecos va a
tener como cuestión pendiente con España. Aunque haya habido una cierta evolución de los
planteamientos de Marruecos sobre estos territorios, la reclamación es un objetivo nacional
estructural y podrá surgir, directa o indirectamente, antes o después, al hilo de otras cuestiones.
La congelación de la reivindicación en los últimos años en los que no ha habido incidentes o
expresas reclamaciones en los foros internacionales, probablemente es debida a la evolución del
tema del Sahara -que es el absoluto objetivo prioritario del Reino-, y asimismo a la fuerte
cooperación en materia migratoria y de seguridad antiterrorista.

5.4. POSIBLES ESCENARIOS Y OPCIONES

Más que un problema concreto de un determinado territorio, creo que el problema principal es
la actitud reactiva y la falta de estrategia a medio y largo plazo de España ante las Ciudades,
Islas y Peñones. Esto deja la iniciativa tradicionalmente a Marruecos, lo que nos coloca siempre
en una incómoda posición internacional.

En esta falta de estrategia además no se cuestiona que todos los territorios tengan la misma
condición jurídica interna e internacional, lo que creo que es un error de concepto de cara a
posibles soluciones.

Un escenario posible y que sería demoledor para España consistiría en una reclamación
internacional selectiva de Marruecos, que dejara fuera en un primer momento a las Ciudades
Autónomas, y que se centrara en las Islas y Peñones. En verdad, éstos «fragmentos de Estado»
son el talón de Aquiles jurídico y político de nuestras posesiones en la costa africana (y quizás
Vélez de la Gomera, el talón de Aquiles del talón de Aquiles). Y no se trata de una elucubración
retórica, sino de una posibilidad ya planteada teóricamente87, y anunciada como posibilidad con
motivo del 40 aniversario de la reclamación marroquí ante la ONU.

España necesitaría contar con una dimensión diferente de acción exterior para incorporar
estabilidad y seguridad en este decisivo componente de las relaciones bilaterales. En efecto,
aunque se trata de un tema muy incómodo para España, puede buscarse una mayor estabilidad
en las relaciones hispano-marroquíes mediante la exploración de alternativas y de iniciativas en
un campo donde se han barajado académica y políticamente muchas hipótesis88.

Cualquier estrategia española proactiva sería bienvenida. A mi juicio, separar el estatuto de
Derecho interno de las Ciudades del de las Islas y Peñones podría ser una buena medida. Y Un
paso más podría ser además eliminar la pura bilateralidad introduciendo a la UE en la gestión
funcional de Islas y Peñones.

Se trata de una propuesta que hemos avanzado en otro lugar89, consiste en diferenciar los
territorios legalmente en dos bloques, y la de introducir en la gestión de uno de ellos a la UE, y,
eventualmente, a Marruecos. Así, para encarar estratégicamente esta cuestión, primero debería
confirmarse claramente un estatuto jurídico diferenciado de los Peñones, Islas e Islotes, con un
nuevo régimen común regulador para Vélez, Alhucemas y Chafarinas, confirmando



definitivamente su exclusión del estatuto de Ceuta y Melilla y su directa dependencia de la
Administración central. Además, un diferente régimen jurídico interno para los Peñones e Islas
tendría un efecto de compartimentación, ayudando por ejemplo a prevenir que, de entrada, un
eventual cuestionamiento de su permanencia en España se proyecte automáticamente sobre
Ceuta y Melilla.

Por otra parte, la separación de regímenes puede abrir la vía a la intervención de alguna forma
de la UE en las Islas y Peñones, pues el marco interno diferenciado podría permitir una
actuación de la UE específica, en particular en materia de medio ambiente. Incluso podría por
hipótesis contemplarse una cierta asociación institucional de Marruecos en la gestión y
aplicación transfronteriza de las normativas medioambientales de Marruecos, España y la UE a
estas Islas y Peñones y su entorno –sin incluir a Ceuta y Melilla–.

En definitiva, a mi juicio, el tema de las Ciudades Islas y Peñones necesita un replanteamiento
interno de nuestros territorios en África, respondiendo a la realidad jurídico-política diferente
de ambos bloques de territorios. Esto implicaría, por una parte, una perspectiva de un estatuto
nuevo de cierta internacionalización para los Peñones e Islas (Vélez de la Gomera, Alhucemas,
Chafarinas, Perejil excluido). Pero, por otra parte, también, deberíamos tener una estrategia
específica para las Ciudades Autónomas, que creo podría estar vinculada a las opciones finales
soberanas sobre Gibraltar.

Se trata sin embargo de situaciones muy diferentes. Veamos una comparación desde el Derecho
Internacional de Gibraltar con Ceuta y Melilla.

6. EL PARALELISMO GIBRALTAR - CEUTA Y MELILLA, ANTE EL DERECHO INTERNACIONAL

Objetivamente, la controversia gibraltareña tiene ciertos paralelismos con la reclamación que,
al otro lado del Estrecho, mantiene de forma permanente Marruecos sobre las Ciudades, Islas y
Peñones de España en el norte de África90.

Las controversias y reclamaciones territoriales en el Área del Estrecho de Gibraltar afectan a
Marruecos, España y Reino Unido. Se trata de situaciones de diferente catalogación jurídico-
internacional. Sin embargo, es frecuente referirse a los supuestos de Gibraltar, y de Ceuta y
Melilla, como similares, desde planteamientos jurídicos y políticos. A continuación, haremos
una comparación de ambas situaciones desde parámetros e instituciones jurídico-
internacionales, que pueda establecer algunas diferencias y similitudes91.

Analizaremos comparadamente para ello una serie de cuestiones de instituciones, conceptos y
situaciones respecto a estas reclamaciones históricas de soberanía a uno y otro lado del
Estrecho, desde la óptica del Derecho Internacional. Por ello, será necesario abordar las
cuestiones como los títulos de soberanía y estatuto internacional, los límites fronterizos aéreos,
marítimos y terrestres y su delimitación y demarcación; también, la existencia y marcos de
negociación bilaterales para encauzar estas reclamaciones territoriales españolas y marroquíes.
Posteriormente analizaremos el diferente tratamiento y enfoque que las experiencias de la ONU
y de la UE ofrecen respecto a estas cuestiones territoriales.

La comparación desde el ordenamiento internacional y de la posición de las Organizaciones
Internacionales nos permitirá luego hacer una valoración de ambos tipos de situaciones y la
constatación de la existencia de mayores diferencias que similitudes jurídicas.

Diversas cuestiones pueden traerse a esta comparación, que expondremos en diferentes
apartados. Hay que precisar que al referirnos a Ceuta y Melilla en realidad lo hacemos a un
conjunto de territorios, las Ciudades, Islas y Peñones de España en la costa africana (Ceuta,
Melilla, Peñón de Vélez de la Gomera, el Peñón de Alhucemas, y las islas Chafarinas), aunque en
las Islas y Peñones existe sólo presencia militar.

6.1. LA IDENTIFICACIÓN DE LOS TERRITORIOS RECLAMADOS Y OBJETO DE CONTROVERSIA



Por lo que hace a España, Marruecos reclama una serie de territorios bajo soberanía española, a
los que antes hicimos referencia: las Ciudades Autónomas de Ceuta y de Melilla, el Peñón de en
la costa de Vélez de la Gomera, el Peñón de Alhucemas, y las Islas Chafarinas.

Podría darse algún problema de identificación respecto a Alhucemas. En realidad, España posee
en la Bahía de Alhucemas tres islas: Isla de Mar e Isla de Tierra, ambas deshabitadas; y
propiamente el Peñón-isla de Alhucemas. Marruecos sólo se ha referido oficialmente the islet of
Al-Hoceima. No obstante, por lógica la reclamación de Marruecos debe comprender todas las
islas de la Bahía, por lo que, en caso de que se refiera sólo al Peñón de Alhucemas, se debe
entender que los dos pequeños islotes los considera ya parte de su territorio; aunque la práctica
marroquí parece respetar la actual jurisdicción española sobre ambos islotes de la Bahía. De
todas formas, también España en ocasiones sólo se refiere a Alhucemas o al Peñón de
Alhucemas. Por tanto, no parece que haya un problema real de identificación –a efectos de la
reclamación– con las Isla de Mar y de Tierra de la bahía de Alhucemas, que con el Peñón
conforman los territorios bajo jurisdicción española en esa bahía norteafricana.

Incorrectamente, se suele unir a estas plazas, islas y peñones el cuestionado islote de
Perejil/Toura o Leila, cercano a Ceuta92. Por lo demás, es infrecuente que Marruecos incluya la
isla de Alborán en la lista de «las vecinas islas expoliadas», pues formalmente nunca ha figurado
en la lista de reclamaciones territoriales a España93. Se trata probablemente de excesos verbales
sin que conste reclamación específica realizada por escrito: la isla de Alborán no estaba en la
carta de Marruecos de 1975 dirigida a la UN, ni tampoco en la Declaración de 2007 al ratificar la
Convención de Naciones Unidas de Derecho el Mar.

Por su parte Gibraltar plantea menos problemas de identificación de la reclamación, que, en
suma, se refieren al conjunto de espacios en esta minúscula península sobre los que ejerce
jurisdicción este Estado. Sin embargo, es discutible el alcance de la cesión territorial efectuada
por España en 1713 y, por lo tanto, sobre el que el Reino Unido tiene un título válido de
soberanía. Aquí hay que hacer dos importantes matizaciones: En primer lugar, no hay acuerdo
sobre los espacios cedidos en el Tratado de Utrecht. Sí parece claro que la ciudad, castillo y
puerto y las edificaciones humanas complementarias de 1704 se cedieron a perpetuidad al
Reino Unido y, por tanto, son británicos. Pero el territorio de Gibraltar tiene otros espacios
(istmo principalmente, la montaña y cara este de Gibraltar, las ampliaciones y rellenos, y las
aguas) bajo actual jurisdicción británica, que no se mencionaron en el artículo X del Tratado de
Utrecht. Esta indeterminación de los espacios cedidos provoca unas controversias paralelas y
específicas sobre estos espacios, que España considera nunca cedidos, como son las aguas en
torno al Peñón y el territorio del istmo.

Por tanto, en este aspecto, los territorios objeto de reclamación están delimitados con certeza en
el caso de Ceuta y Melilla y las Islas y Peñones. Mientras que en el caso de Gibraltar hay cierta
imprecisión sobre el territorio cedido en el S. XVIII.

6.2. LOS TÍTULOS DE SOBERANÍA SOBRE LOS TERRITORIOS

Hay una pluralidad de títulos de soberanía alegados por España, Marruecos y Reino Unido, y
que son la mayor parte contestados.

España considera sólida su posición jurídica sobre los territorios en la costa africana, con
diferentes títulos que fueron durante siglos conferidos o reconocidos por la entidad pre-
soberana marroquí, mediante diversos Tratados con el Sultán de Marruecos. Para España los
territorios en África forman parte del Reino prácticamente o desde su constitución como origen
histórico como Estado, Tienen por tanto el mismo estatuto que los otros territorios del Estado.

Los títulos de soberanía son sin embargo diferentes en cada caso: Para Ceuta por cesión o por
acto de sucesión de Estados, con el Tratado de Paz de Lisboa 1668. Melilla fue objeto de
conquista –o de ocupación, puede ser discutible– a finales del S XVI por el Ducado de Medina
Sidonia y luego administrada por la Corona. En el caso de Vélez de la Gomera y Alhucemas, se
trató de tomas militares para erradicar los focos piráticos que asolaban las costas españolas,
respectivamente en 1564 y en 1673. La excepción la constituyen las Islas Chafarinas, que fueron



ocupadas ex res nullius por España en 1848, ostentando por tanto desde entonces el titulo
jurídico de soberanía por terra nullius sobre de estas islas situadas frente a la costa africana,
cerca de la frontera de Marruecos con Argelia.

Estos títulos fueron validados por Tratados durante los siglos XVIII-XIX, aunque los títulos
españoles no son admitidos hoy por Marruecos, que los considera el producto jurídico de una
política colonial de sustrato micro-imperialista94, llevada a cabo antes de su constitución formal
como Estado en 1956.

Por su parte, Reino Unido sostiene que es soberano sobre toda la Montaña o Peñón de Gibraltar,
y hasta los límites con la Verja de 1909. Pero lo argumenta basándose en dos títulos de soberanía
diferentes.

Por una parte, para Reino Unido, el Tratado de Utrecht le da título soberano sobre la Ciudad y el
Peñón de Gibraltar, mediante la cesión operada por el Art. X, 1° párrafo, del que ambos Estados
reconocen vigente.

Por otra parte, RU alega desde 1969 haber adquirido soberanía sobre el territorio del istmo,
desde el pie del Peñón hasta la Verja/Frontera (Border) por prescripción adquisitiva, aunque
para España se trata de una ocupación ilegal y sin base jurídica.

Por lo tanto, el titulo británico de soberanía por cesión sí es reconocido por España –aunque se
discute su alcance, y la incidencia en el mismo del derecho de descolonización de la ONU–, pero
no el de soberanía por prescripción sobre el istmo.

Personalmente considero que el Reino Unido sólo tiene soberanía sobre la ciudad y demás
espacios dentro de las construcciones enumeradas en el Art. X, párrafo primero, pero no sobre
la cara este del peñón ni sobre la lengua de tierra desde la base del Peñón hasta la Verja95. Y que,
de todas formas, sobre la Ciudad de Gibraltar y la cara oeste de la montaña, que son británicas a
mi juicio, Reino Unido tiene un título de soberanía mediatizado o condicionado por la doctrina
sobre descolonización que se aplica por Naciones Unidas a Gibraltar desde 1964.

6.3. EL ESTATUTO INTERNACIONAL DE LOS TERRITORIOS

Aunque tanto Gibraltar como Ceuta y Melilla están bajo soberanía británica (al menos los
espacios cedidos en Utrecht) y española, respectivamente, la gran diferencia que encontramos es
el estatuto legal internacional de los territorios. Así, mientras que las Ciudades, Islas y Peñones
forman parte del Reino de España a todos los efectos, Gibraltar no forma parte del Estado
británico, y por tanto de su territorio nacional, al tener una categoría de territorio diferente y
separado del británico; y esta condición de Gibraltar como territorio de naturaleza y condición
específica reúne una rara unanimidad, al estar de acuerdo Reino Unido, España, Gibraltar y
Naciones Unidas. Cuestión diferente son las consecuencias jurídicas a deducir de este carácter
de territorio separado del Estado británico.

En realidad, el estatuto de Gibraltar está internacionalizado desde 1946 por las Naciones Unidas:
el conjunto de espacios de Gibraltar se encuentra hoy condicionado, política y jurídicamente,
por la doctrina de la ONU de descolonización; la soberanía británica –incluso la existente sobre
los espacios cedidos en Utrecht– es una soberanía desnaturalizada, debido a la catalogación de
Gibraltar como «Territorio No Autónomo». De manera que la Sociedad internacional considera
que hoy el único estatuto legal internacional de Gibraltar es el de «territorio no autónomo», que
prima y condiciona el título de soberanía británico sobre una parte del territorio de Gibraltar.
Correlativamente, el Reino Unido, de esta forma, tiene la condición internacional de «potencia
administradora del territorio».

Apuntemos finalmente que los casos de Gibraltar, Ceuta y Melilla no tienen la condición
jurídico-internacional de «enclaves», por lo que es inapropiado denominarlos así; y aún menos
el referirse a Ceuta y Melilla como «enclaves coloniales»96.

6.4. EL ESTATUTO INTERNO DE LOS TERRITORIOS Y SU PROYECCIÓN INTERNACIONAL



6.4. EL ESTATUTO INTERNO DE LOS TERRITORIOS Y SU PROYECCIÓN INTERNACIONAL

Internamente también hay diferencias: mientras que Gibraltar es calificado desde 2002 por el
Estado británico como uno de los ‘British Overseas Territories’, con un estatuto particular, y un
régimen de auto-organización con una muy elevada autonomía. Su norma básica, adoptada por
el Reino Unido, es la «Constitución» de Gibraltar de 2006. Aunque no es una Constitución en el
sentido tradicional, tanto el Reino Unido como Gibraltar consideran que esta «Constitución» es
muestra del ejercicio de autodeterminación del «pueblo» de Gibraltar.

Por su parte, Ceuta y Melilla son Ciudades Autónomas integradas en la estructura organizativa
constitucional española –aunque pueden evolucionar hacia la configuración de Comunidades
Autónomas–. Por el contrario, hay un grave problema de indeterminación jurídica con las Islas y
Peñones, como hemos señalado anteriormente. Se trata de áreas del territorio que integran el
Reino, administradas directamente por el Gobierno/Administración central97.

Esta diferente condición de Derecho interno de los territorios en análisis hace que su vocación
de proyección internacional sea muy diferente: en el caso de las Ciudades, inexistente al no
tener competencias ni vocación de presencia internacional singularizada.

En cambio, en el caso de Gibraltar, uno de sus intereses y líneas estratégicas de acción
principales es la presencia y proyección internacional como entidad cuasi-independiente, lo que
incluye la firma de Acuerdos Internacionales –previo consentimiento británico– y la pertenencia
al mayor número de organizaciones u organismos internacionales posible; de hecho, es
miembro de Interpol, la Unión Postal Universal, o asociaciones deportivas como la UEFA.

6.5. LA DELIMITACIÓN TERRITORIAL Y FRONTERIZA DE LOS TERRITORIOS OBJETO DE
RECLAMACIÓN

En esto coinciden ambas situaciones, pues estamos ante fronteras contestadas, no delimitadas o
demarcadas, en cualquier caso, ante diversos territorios cuyos límites fronterizos no tienen el
acuerdo o no han sido establecidos pacíficamente entre los Estados.

En el caso de Gibraltar no existe ni delimitación –el Tratado de Utrecht enumera edificaciones,
pero no realiza ni aporta criterios de delimitación–, ni tampoco se ha realizado una posterior
demarcación fronteriza aceptada por las partes. Esto ha llevado a que exista una demarcación
fronteriza terrestre unilateral no aceptada por España: la Verja, que para los británicos es una
frontera internacional –Border– y para España un paso fronterizo no demarcatorio98. También
esta falta de acuerdo hace que otra parte del territorio bajo jurisdicción británica, el istmo, sea
considerado nunca cedido por España; y que las aguas en torno al Peñón –establecidas por
británicos y gibraltareños a partir de 2011 como las ‘British Gibraltar Territorial Waters’–sean
asimismo una controversia añadida al no reconocer España otras aguas cedidas que las
interiores del puerto.

Por su parte, las Ciudades de Ceuta y Melilla tienen un territorio terrestre bien delimitado y
demarcado desde hace más de un siglo, mediante múltiples Tratados con el Sultán de
Marruecos, la entidad pre-soberana marroquí. No obstante, la demarcación acordada en su día
ha sido modificada por España mediante el retranqueo de las líneas de vallado fronterizo
operado a finales del S. XX99, lo que desgraciadamente se ha consagrado con la modificación
legal de 2015 en la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad
ciudadana, para permitir las «devoluciones en caliente», y que ha reconocido la actual línea de
vallado como demarcación fronteriza100; esta modificación es muy perniciosa para nuestra
posición fronteriza ante Marruecos: no sólo perdemos legalmente parte del territorio de las
Ciudades sino que se ha alterado unilateralmente la demarcación acordada hace más de un siglo
en común con las autoridades pre-estatales marroquíes, lo que es mal precedente para la
posición española.

Respecto a los espacios marítimos de Ceuta y Melilla, éstos no son reconocidos por Marruecos, lo
que tiene una especial problemática en el puerto de Melilla, que comparte bocana con el
marroquí de Beni-Enzar. Además, las pretensiones marroquíes repercuten en la ausencia de



delimitación de espacios marítimos, en particular en el Estrecho de Gibraltar, al estar la
delimitación de estos espacios directamente vinculada a la presencia de las plazas y peñones
referidos.

En fin, todo es problemático en los Peñones e Islas: no existe delimitación terrestre alguna en el
istmo o tómbolo de Vélez surgido en 1934 (y que lo une a la costa marroquí); ni tampoco
marítima en los Peñones de Vélez, Alhucemas e Islas Chafarinas. Las prácticas seguidas por las
autoridades, agentes y militares de ambos países para permitir el acceso a los Peñones e Islas no
han sido objeto de acuerdo, ni constan por escrito, en un contexto de constante reclamación
marroquí; por lo que es dudoso que España pueda alegarlas como una aceptación
consuetudinaria de la presencia estatal.

Como vemos, tanto en Gibraltar como en las Ciudades, Islas y Peñones, la coincidencia en el no
acuerdo delimitador fronterizo es la norma. También han coincidido las Ciudades Autónomas y
Gibraltar en que han tenido en su perímetro la figura liminar del Campo o Zona Neutral. En los
tres casos de Ceuta, Melilla y Gibraltar, se trata de los espacios inmediatos a la línea fronteriza o
a la Verja. Estas franja de territorio o espacio separado, de estatuto diferenciado y que
comportan una serie de limitaciones para Marruecos (en los casos de Ceuta y Melilla) o de
España (en el caso de Gibraltar), hoy es muy discutible que estén en vigor o que simplemente
sean admitidos por estos países. Desde luego, España no acepta que exista el Campo neutral en
el istmo (creado por nuestro país por Real Orden de 1728), al menos desde decisiones adoptadas
por el Gobierno de la Segunda República. Igualmente, Marruecos de hecho ha llevado a cabo
construcciones y disposiciones del terreno que era considerando Campo Neutral por los
españoles.

6.6. ¿CONTROVERSIAS O REIVINDICACIONES TERRITORIALES?

Existe una previa cuestión terminológica, pues se utilizan como sinónimos controversia,
diferencia o conflicto, siendo más frecuente en Derecho Internacional en castellano la
denominación de «controversia» internacional101. Para definir una controversia se suele acudir
a la definición que se estableciera por la CPJI en el asunto de las Concesiones Mavrommatis en
Palestina como «un desacuerdo sobre un punto de derecho o de hecho, una contradicción, una
oposición de tesis jurídicas o de intereses entre dos personas» o dos sujetos de Derecho
Internacional, con los elementos subjetivo y objetivo que comporta102.

La definición de la jurisprudencia de La Haya tiene ciertos contornos imprecisos, y la Corte ha
ido dando contenido al ir resolviendo cuestiones de fondo y formales sobre controversias que le
eran planteadas. Permanecen sin embargo cuestiones a debate, como la diferencia con las
controversias políticas o tensiones, las cuestiones de exteriorización o manifestación de la
controversia, el momento del surgimiento o materialización formal de la controversia, la
necesidad de una oposición positiva de puntos de vista, o el requisito de que la otra parte tenga
un conocimiento previo103.

Para nuestro comparativo de Gibraltar con Ceuta y Melilla, en principio, la diferencia entre
ambas situaciones es la existencia para España de una reivindicación activa, reconocida por las
partes e internacionalmente como una controversia (Gibraltar). Por otra parte, tendríamos una
reivindicación o reclamación pasiva que España no reconoce como «controversia» o diferencia
bilateral con Marruecos (Ceuta y Melilla).

De forma que el caso de Gibraltar es formalmente una controversia internacional104, un
contencioso territorial sometido a principios de Derecho internacional como el de arreglo
pacífico y negociación; Además el caso de Gibraltar es reconocido por ambas partes,
bilateralmente. Y, no menos importante, existe un reconocimiento de la controversia también
internacionalmente en sede de Naciones Unidas y de la UE como una controversia o conflicto de
intereses con oposición de tesis jurídicas.

En el caso de Ceuta y Melilla, puede ser discutible si estamos ante una controversia
internacional ya existente entre Marruecos y España.



En mi opinión, estamos probablemente ante una controversia real. Sin embargo, se trata de una
controversia aún insuficientemente materializada: no ha sido constatada y reconocida
objetivamente como tal, por vía de negociación bilateral, o por una institución judicial u
organismo internacional del sistema de Naciones Unidas. Es decir, que puede ser discutible que
esta controversia esté formalizada internacionalmente.

Es claro que los casos de Ceuta y Melilla (y de los peñones e islas de España), constituyen
reivindicaciones o reclamaciones territoriales de Marruecos a España, que nuestro país no
admite; es decir, que no se concede el paso previo a la negociación que es reconocer la
existencia de una diferencia o controversia territorial.

Respecto a los requisitos y condiciones procesales de formalización de la controversia, no hay
un solo método establecido. España niega la diferencia, pero la negación de la existencia de una
controversia no la invalida ni significa que ésta no exista105. Y ante el argumento de que España
se ha opuesto a cualquier foro de negociación con Marruecos, hay que decir que tampoco son
necesarias las negociaciones previas para que exista una controversia.

Parece en cambio claro que ha habido una oposición positiva de puntos de vista, con una
contradicción de opiniones donde se han alegado posiciones e intereses divergentes. Ha habido
una pretensión clara, expuesta principalmente en la carta del representante de Marruecos en la
ONU solicitando que estos territorios se incluyeran en la lista de Territorios No Autónomos de la
ONU, con una argumentación detallada (Carta de 27.01.1975 y Memoria de 07.03.1975). A esto se
opuso España mediante argumentos históricos y jurídicos el 12.02.1975 y 25.04.1975, mediante
comunicaciones de su Representante el Embajador Jaime de Piniés, enviadas a los Estados
miembros de la organización.

Tanto en este intercambio como en el de las Declaraciones cruzadas de 2007 y 2008 tras la
ratificación por Marruecos de la CNUDM, se precisó con detalle el objeto de la reivindicación
territorial marroquí, y a ésta se ha ceñido siempre España en sus réplicas. Además, la
reclamación encontró durante 1975 el apoyo a Marruecos por una serie de Organizaciones y
Foros internacionales (OUA, Liga de Estados Árabes, Consejo Islámico de Ministros de Asuntos
Exteriores, Conferencia Ministerial de los Países No Alineados)106. Posteriormente Marruecos ha
modificado ligeramente su inicial pretensión que era la solicitud de descolonización tout court,
pasando ahora a pedir el «fin de la ocupación» de estos territorios.

Puede ser relevante si la negociación bilateral o la constatación fáctica objetiva por una
institución internacional es requisito previo para que estemos ante una controversia. Y aquí hay
que precisar que estas reclamaciones no han sido constatadas ni bilateralmente, ni por una
instancia judicial o internacional en el seno de la ONU.

En Cambio el supuesto de Gibraltar sí es una controversia reconocida por los actores y por
NNUU. En el caso de Ceuta y Melilla, probablemente sea más exacto jurídicamente decir que
estamos ante una reclamación territorial que podría en función de algunas circunstancias,
reconocerse como controversia, pero que aún no tiene un reconocimiento bilateral ni
internacional en el marco ONU o de la UE.

Quizás por ello puede hablarse de una reivindicación territorial permanente de Marruecos, que
se manifiesta hoy indirectamente en foros internacionales (aunque es claro que hace 50 años, en
1975, se planteó abiertamente en sede ONU); pero no formalmente de una controversia en la
actualidad expresa y directamente externalizada y constatada internacionalmente, y donde las
partes reconocen abiertamente la existencia de posiciones encontradas, con desarrollo completo
de argumentos y posiciones jurídicas, en el marco de negociaciones u otra vía de arreglo
pacífico de controversias. En suma, quizás es más apropiado referirse a la existencia de una
reclamación marroquí constatada internacionalmente, y no de una controversia (o conflicto u
otro término) formal con España.

6.7. LA NEGOCIACIÓN Y LA ADOPCIÓN DE ACUERDOS

El contraste en el aspecto de la negociación que presentan los casos de Gibraltar por una parte, y



de Ceuta/Melilla por otra, es muy llamativo. La existencia de una controversia reconocida por
ambas partes y supervisada por Naciones Unidas, hace que en el caso de Gibraltar haya una
larga experiencia de negociación, bilateral, bajos diversas modalidades, desde los años 60, y
luego desde los años 80, entre España y Reino Unido. Así, el caso de Gibraltar tiene unos marcos
multilaterales y bilaterales bien establecidos: el proceso de descolonización supervisado por la
ONU, que incardina la negociación bilateral hispano británica del Proceso de Bruselas desde
1984, y en su momento el marco tripartito del Foro de Diálogo de 2004 (2004–2011).

En cambio, no existe negociación alguna con Marruecos sobre el futuro de las Ciudades, Islas y
Peñones. España ha rechazado tratar bilateralmente la temática territorial con Marruecos, en
negociaciones directas sobre las ciudades, desechando en particular la creación de la «célula de
reflexión» propuesta en enero de 1987 por el rey Hassan II y reiterada en la ONU en 1995.

La reivindicación marroquí insistentemente ha manifestado que busca una solución por medios
pacíficos y no por la fuerza, en negociación bilateral con España. Esta línea de arreglo pacífico
se rompió probablemente con la ocupación de Perejil en julio de 2002. Pero parece recuperada
desde los años posteriores, apostando Marruecos por un «diálogo honesto, franco y abierto
sobre el futuro que «garantice nuestros derechos de soberanía y que tenga en cuenta los
intereses de España», como dijo el Rey Mohamed VI en 2007.

Si los parámetros negociadores son diferentes, también lo son los acuerdos a los que se llegan y
su formalización jurídica. Naturalmente que los Tratados o acuerdos no normativos con
Marruecos nunca han tenido por objeto las Ciudades Islas y Peñones; al contrario, han
dificultado la aplicación de otros Acuerdos, como el de readmisión de inmigrantes de 1992107,
pues Marruecos no admite la aplicación del Tratado a inmigrantes que consten haber entrado
en las Ciudades.

En cambio, los marcos de negociación bilaterales y tripartitos con Reino Unido han originado
acuerdos, pero nunca se ha acudido a la fórmula de los Tratados Internacionales formales para
plasmarlos. Todos los gobiernos de la España democrática han vehiculado a través de la vía de
lo que se conoce en Derecho Internacional como acuerdos no normativos, non-binding o
gentlemen’s agreements, que encajan en la problemática categoría de Derecho Internacional del
Soft Law108. En este sentido, los acuerdos no normativos suelen tener la denominación de
Comunicados conjuntos o Declaraciones conjuntas (Joint Statements, Communiqués…). Esto lleva
aparejada una menor consistencia jurídica de los acuerdos, al no tratarse de Tratados regidos
por el Derecho Internacional Público: así durante el Gobierno de M Rajoy y su Ministro de
Exteriores García-Margallo, se anularon desde 2012 los anteriores acuerdos alcanzados en 2006
en el marco del Foro de Diálogo.

La excepción la constituye el Tratado Fiscal y de Protección de intereses financieros, firmado
“Ad referéndum” el 4 de Marzo de 2019, que es un Convenio Internacional de los supuestos del
Art. 94.1. de la Constitución109.

6.8. LA COOPERACIÓN TRANSFRONTERIZA

España tiene normalizada, jurídica e institucionalmente, su cooperación transfronteriza con
Portugal y Francia; sin embargo, las cuestiones de soberanía y fronteras dificultan
enormemente la cooperación transfronteriza en el área del Estrecho con Reino Unido/Gibraltar
y con Marruecos110.

En el caso de Gibraltar esta cooperación existe, aunque tiene unas peculiarísimas
características. Entre ellas la espontaneidad y la acuciante necesidad de cooperación por la
inmediatez del marco geográfico del entorno de la Bahía de Algeciras caracterizado por la
densidad demográfica y los problemas urbanos, industriales, de tráfico marítimo y portuario, y
medioambientales. Esta cooperación transfronteriza consiguió institucionalizarse a partir de
2004 con el Foro de Diálogo o Foro tripartito. Además, la cooperación local transfronteriza con
Gibraltar tiene otra particularidad importante que la diferencia: se inscribe en una estrategia de
política exterior española consistente en fomentar la convivencia y la ósmosis con la población
de Gibraltar, lo que sirve a largo plazo a los intereses de España, mientras nuestro país



mantenga en su estrategia el componente de «convencimiento» y convivencia normalizada con
vistas a la recuperación de la soberanía española. En el caso de Gibraltar la fórmula útil y
peculiar del Foro para la cooperación transfronteriza, encontró problemas en determinadas
materias a partir de 2010, y el Gobierno español del Presidente Rajoy desde 2012 desechó el Foro
e intentó sin éxito reformularlo sustantivamente en su estructura, composición y
funcionamiento, en cuanto a los participantes y su nivel de interlocución, para reconvertirlo en
cuatripartito o para articular un mecanismo de cooperación local, con reuniones técnicas
informales y grupos de trabajo o comités «ad hoc»111. El caso es que actualmente no existe
ningún mecanismo de cooperación para el tratamiento de las cuestiones de cooperación
transfronteriza con Gibraltar.

En realidad, la controversia hispano-británica ha impedido una permanente estructuración
institucional y normativa apropiada, formalizada mediante Tratados internacionales, como ha
sido el caso de la cooperación con las regiones y entidades subestatales de Francia y de Portugal,
promovida por el Convenio marco del Consejo de Europa112.

Alguna perspectiva diferente parece que puede abrirse con el Tratado de Retirada de Noviembre
de 2018, y el Protocolo y los Memorandos sobre Gibraltar, como hemos referido
anteriormente113.

La cooperación transfronteriza con Marruecos114 no tenemos un marco internacional aplicable
como el del Consejo de Europa y su Convenio-marco. Tampoco existe un marco bilateral que
mediante un Tratado regule este tipo de relación transfronteriza hispano-marroquí, ni una
tradición de cooperación previa institucional. Si consideramos las pretensiones marroquíes
sobre los territorios de España en la costa africana, hemos de plantearnos la improbabilidad de
que pueda crearse un marco bilateral institucional y normativo España-Marruecos para llevar a
cabo este tipo de cooperación.

Cuestión diferente es la cooperación espontánea o institucionalizada que se lleva a cabo por las
Comunidades Autónomas, en especial por Andalucía, que, además, tiene desde 2003 su propio
Programa de Desarrollo Transfronterizo con el Norte de Marruecos. Al tratarse de una
cooperación principalmente entre entidades subestatales, no se plantean los problemas de
soberanía que sí pone sobre la mesa una cooperación en la que participen los dos Estados.

En el caso de Marruecos, la cooperación transfronteriza cuenta con unas dificultades
verdaderamente de envergadura para llevar a cabo una relación transfronteriza bilateral
normalizada con España, pero también dificultad para llevar adelante proyectos internacionales
de cooperación transfronteriza, por ejemplo, en materia de medio ambiente. Hemos de acudir al
elemento común que puede arbitrar algún tipo de cooperación entre España y Marruecos, como
es la Unión Europea, que se constituye así en un elemento facilitador de la cooperación
transfronteriza con los vecinos naturales que se encuentran anclados de diferente forma a la UE
(España como Estado miembro y Marruecos con un Estatuto Avanzado), Organización que ha
proporcionado diferentes marcos y modelos de colaboración115. Pero incluso en el contexto
europeo con sus programas e instrumentos en el marco de la Cohesión Económica, Social y
Territorial, las propuestas y planes de cooperación españoles no han podido ser puestos en
práctica conjuntamente con Marruecos. La falta completa de entendimiento entre Marruecos y
España y de canales de interlocución respecto a las reclamaciones territoriales marroquíes es,
implícitamente, lo que dificulta enormemente una cooperación transfronteriza bajo el paraguas
UE116.

Constatamos las dificultades estructurales para llevar a cabo una cooperación trasfronteriza
normalizada en el Área del Estrecho. En el contexto de relaciones de vecindad españolas se han
facilitado las relaciones y cooperación transfronteriza, gracias principalmente al Convenio
Europeo de cooperación entre colectividades locales y regionales de 1981. Pero esto no resulta
operativo en la zona del Estrecho, donde ni con Marruecos y ni con Reino Unido es aplicable. Se
trata de una cooperación transfronteriza marcada por las controversias y reclamaciones
existentes. Además, las experiencias de cooperación transfronteriza informal con Gibraltar
resultan difícilmente trasladables a los casos de Ceuta y Melilla con el entorno marroquí de las
zonas de Tetuán y Nador. Y no hay que olvidar que incidencias exteriores como la del Brexit



afectan la situación económica o de los ciudadanos, y la cooperación transfronteriza existente de
facto. Este es el caso evidente con la comarca del campo de Gibraltar, y los temores y esperanzas
puestas en el fomento de la cooperación transfronteriza con el Protocolo sobre Gibraltar del
Tratado de Retirada.

6.9. LA POSICIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE GIBRALTAR, CEUTA Y MELILLA

Es de interés examinar el enfoque que la ONU y de la UE han venido ofreciendo respecto a estas
cuestiones territoriales. La diferente incidencia de la ONU y de la doctrina de descolonización,
que en 2014 respecto a Gibraltar ha superado ya los 50 años. Y también el diferente papel de la
UE con relación a la problemática aplicación y vigilancia del Derecho de la Unión en Gibraltar. Y
por lo que hace a Ceuta y Melilla como parte del territorio de aplicación del Derecho UE, su no
intervención en los temas directos de la reclamación, aunque sí progresivamente cada vez más
en ciertos elementos colaterales.

Si tomamos el planteamiento de Naciones Unidas sobre descolonización, la diferencia aquí es
muy importante, pues mientras Gibraltar se encuentra desde 1963 incluido en la lista de
territorios pendientes de descolonizar, Ceuta, Melilla y los Peñones e islas nunca han sido
incluidos en esta lista ni tratados y supervisados por el Comité de Descolonización de la ONU.

Por lo que hace a Gibraltar, y como hemos señalado anteriormente, RU comunicó a la ONU en
1946 que consideraba Gibraltar como un territorio no autónomo, conforme al artículo 73 de la
Carta de las Naciones Unidas, por lo que desde ese año figura en la lista de la ONU de territorios
no autónomos. A partir de 1963, Gibraltar fue incluido en la lista de territorios por descolonizar,
objeto de examen del Comité Especial de Descolonización, o Comité Especial de los 24, que
supervisa la aplicación de la Declaración 1514 (XV) sobre la concesión de la independencia a los
países y pueblos coloniales. Desde 1964 el Comité y la Asamblea General, se pronuncian sobre
Gibraltar, año a año, mediante Resoluciones y Decisiones117. En esencia, desde 1964 las NN.UU.
han mantenido una posición constante y uniforme sobre la cuestión de Gibraltar: como
situación colonial, es un Territorio por descolonizar –de los pocos que aún quedan118–, pero no
se considera que exista un «pueblo» de Gibraltar con derecho a la autodeterminación119, sino
que España y Reino Unido mediante negociaciones deben buscar una solución para su
descolonización que tenga en cuenta los intereses y ‘aspiraciones’ de Gibraltar120.

Por supuesto, las Ciudades, Islas y Peñones de España en África nunca han sido considerados
por la ONU como un caso de descolonización y no figuran en la lista de territorios por
descolonizar en la que sí está Gibraltar. Aunque recurrentemente Marruecos ha reivindicado en
distintos foros de la ONU, en particular a partir de 1960, su reclamación sobre Ceuta, Melilla y
otros territorios, las Ciudades, Islas y Peñones nunca han entrado en la Lista de Territorios No
Autónomos y por descolonizar de Naciones Unidas. Marruecos lo intentó formalmente, en 1975,
aunque el Comité no respondió a esta solicitud, que quedó frustrada, y por lo tanto no fue
acogida121. Desde entonces no ha vuelto a plantear abiertamente una solicitud de
descolonización ante el órgano competente de Naciones Unidas, aunque puede reactivarla en
cualquier momento. Además, una nueva presentación del caso ante Naciones Unidas podría
resultar favorable a los planteamientos marroquíes122.

Las diferencias jurídicas e institucionales respecto al estatuto internacional son enormes y
hacen imposible su comparación. A destacar que la política exterior marroquí lleva décadas sin
hacer el comparativo entre ambos supuestos, a mi juicio por la dimensión de autodeterminación
interna que cualquier proceso de este tipo conllevaría: una vez constatada y admitida la
necesidad de consultar a los habitantes del Peñón, quizás a Marruecos no le interese reconocer
la obligación de una consulta similar a los habitantes –sea cual sea su religión– de Ceuta y
Melilla.

En resumen, para Naciones Unidas Ceuta y Melilla son territorios del Reino de España, no
existiendo procedimiento alguno en el marco ONU sobre su descolonización; mientras que en el
caso de Gibraltar, Naciones Unidas determinada que estemos ante un territorio de naturaleza
diferente, un Territorio no Autónomo, sometidos a procedimientos de seguimiento y verificación
internacional. Cuestión diferente es la comparación política y ante la opinión pública



internacional. Cuestión diferente es la comparación política y ante la opinión pública
internacional, que tiende a ver ambos casos como simétricos o paralelos.

6.10. LA PARTICIPACIÓN EN LA UNIÓN EUROPEA DE GIBRALTAR, CEUTA Y MELILLA

Aquí el punto de partida es parecido, pero radicalmente diferenciado respecto a ambos bloques
de territorios: mientras que Ceuta y Melilla forman parte de la UE en tanto que Reino de España,
el caso de Gibraltar es peculiar ya que entró con Reino Unido como un territorio de estatuto
particular para el que se negociaron unas condiciones muy especiales.

Desde 1973, Gibraltar tiene un estatus particularísimo, único, dentro de la Unión Europea123.
Forma parte de la CE/UE desde 1973, cuando entra con la adhesión del Reino Unido. La
legislación comunitaria y en general el Derecho de la Unión se aplican a Gibraltar no por ser
parte del Reino Unido (como Estado miembro de la UE), sino por ser Gibraltar un territorio
europeo de cuyas relaciones exteriores es responsable el Reino Unido (Art. 355.3 del TFUE). Pero
el Derecho UE es aplicable en Gibraltar con importantes particularidades; especialmente ciertas
partes del Tratado CE/UE no se aplican a Gibraltar (Unión aduanera, libre circulación de
mercancías, política comercial común, política agrícola y pesquera, IVA, espacio Schengen)124. Se
diseñó una participación diferenciada en la CE/UE, por lo que la controversia histórica de fondo
ha tenido una incidencia directa y problemática en diversos ámbitos como transporte aéreo, el
Impuesto de Sociedades y las Ayudas de Estado, las elecciones al Parlamento Europeo y la
protección del medio ambiente y la pesca en las aguas de Gibraltar. De forma que la
controversia hispano-británica está reconocida y proyectada en sede UE125.

Para la controversia, el marco europeo es, por una parte, dificultador, pero por otra parte,
también es facilitador de normalización y convivencia. Aunque el Tratado de Utrecht y la
doctrina de la descolonización de las Naciones Unidas son el marco principal de la disputa
bilateral, la UE es para el Reino Unido y España una importantísima estructura institucional y
legal de referencia. El Derecho de la Unión es el marco que determina en el día a día la
legislación aplicable a las relaciones transfronterizas y comerciales entre Gibraltar y su entorno,
en un contexto geográfico altamente interconectado. Por lo tanto, la UE es el principal terreno
de juego, cuyas reglas son aceptadas por todos los actores: el Reino Unido, Gibraltar y España.

Aunque no se ha planteado la principal controversia bilateral sobre soberanía directamente en
la escena europea, algunos aspectos o incidencias de la controversia en el Derecho europeo han
sido muy polémicos y conflictivos, con series de recursos ante el Tribunal de Justicia de la UE.

A destacar que en abril de 2019 el Parlamento Europeo aprobó una referencia al término
“colonial” para referirse a la situación de Gibraltar, señalando expresamente que “Gibraltar es
una colonia de la Corona británica. Existe una controversia entre España y el Reino Unido sobre la
soberanía de Gibraltar, un territorio para el cual se debe alcanzar una solución a la luz de las
resoluciones y decisiones pertinentes de la Asamblea General de las Naciones Unidas”126

Al mismo tiempo, la UE puede convertirse en determinadas circunstancias en un actor con
proyección política, dulcificador de las ásperas crisis bilaterales, un factor de apoyo a la solución
de problemas concretos de aplicación del Derecho europeo, que incluso se ha calificado como
mediador. Pero no se trata de mediación en sentido estricto o clásico (mediación como
interposición amistosa de un tercero para facilitar el arreglo pacífico de una crisis, formulando
propuestas de solución), pues en realidad estamos ante la activación de los mecanismos de
control previstos por la Organización Internacional para el cumplimiento de sus funciones127, ya
que la UE tiene su propio sistema interno de aplicación forzosa del Derecho en los Estados
miembros128.

Naturalmente que la perspectiva del Brexit puede transformar completamente esta situación, ya
que forzosamente ha de establecerse un nuevo estatuto de Derecho europeo del territorio
gibraltareño129.

Por lo que hace a los territorios de España en el norte de África, y en especial, Ceuta y Melilla,
hay que señalar que la entrada de España en las Comunidades Europeas/Unión Europea
determinó la aplicación del Derecho comunitario en Ceuta y Melilla. Esto se estableció



expresamente en el Acta de Adhesión de España y Portugal a las Comunidades Europeas.

La aplicación normalizada del Derecho UE a las Ciudades Autónomas ha reforzado la condición
de estos territorios bajo soberanía española. Por lo que hace a las Islas y Peñones, aunque no se
mencionan en el Acta de Adhesión, forman parte de la Unión Europea desde el momento de la
integración del «Reino de España». Al conjunto de los territorios se aplica por tanto el Derecho
Comunitario europeo, con ciertas especificidades: no están dentro del territorio aduanero,
tienen ciertas particularidades en materia de política comercial, no se aplica el IVA. Ceuta y
Melilla sí están en el área Schengen, pero tienen la particularidad del doble control de frontera
exterior (al acceder a la ciudad desde Marruecos, y desde ésta a zona Schengen), que permite
mantener el tráfico transfronterizo menor sin visado para marroquíes residentes en las
provincias de Tetuán y Nador.

La vinculación especial de Marruecos y España a la UE ha reducido drásticamente la lista de
temas tradicionalmente conflictivos en las relaciones bilaterales España-Marruecos, aunque no
específicamente el tema de la reclamación territorial. La UE no se manifiesta sobre el problema
de Ceuta y Melilla que no le ha sido planteado abiertamente como controversia, sino
implícitamente al no ser por ejemplo viables ciertos programas de cooperación transfronteriza o
de cooperación migratoria, o no reconocer Marruecos la frontera Aduanera de Ceuta. En suma,
para la UE se trata de territorios de España con cierta diferenciación aduanera, comercial y
fiscal, que hacen que la Unión tenga las únicas fronteras exteriores terrestres con el continente
africano y el particular socio que es Marruecos, y donde la reivindicación marroquí tiene para
la UE una incidencia colateral o indirecta.

CUADRO-RESUMEN. VI. EL PARALELISMO GIBRALTAR – CEUTA Y MELILLA, ANTE EL
DERECHO INTERNACIONAL

GIBRALTAR CEUTA Y MELILLA

IDENTIFICACIÓN DE TERRITORIOS Bajo jurisdicción RU:
-Tratado de Utrecht

Otros territorios en causa: istmo,
aguas, cara este del Peñón

Ciudades, Vélez, Alhucemas,
Chafarinas

Cierta indefinición sobre Perejil y
Alborán

TÍTULOS DE SOBERANÍA Cesión (Tratado de Utrecht) +
Prescripción adquisitiva

Cesión de Portugal (Ceuta) y
Conquista (Melilla, Alhucemas

Vélez), Terra nullíus (Chafarinas)

ESTATUTO INTERNACIONAL DE
TERRITORIOS

Territorio No autónomo
Pendiente de descolonización

Reino de España

ESTATUTO DE DERECHO INTERNO
DE TERRITORIOS

British Overseas Territory Ceuta y Melilla: Ciudades
Autónomas-

Indefinición legal s/Islas y Peñones

PROYECCIÓN INTERNACIONAL DE
TERRITORIOS

Con fuerte proyección
internacional

Sin proyección internacional

DELIMITACIÓN TERRITORIAL Y
FRONTERIZA

Fronteras contestadas
No delimitación
No demarcación

Ciudades: Fronteras contestadas-
pero sí hay delimitación y

demarcación
Islas y Peñones: sin delimitar

CONTROVERSIAS/REIVINDICACIONES Controversia en el marco ONU Reclamación territorial de
Marruecos (controversia no

formalizada)

NEGOCIACIONES En ONU, negociaciones desde
1966

Negociaciones bilaterales desde
1984

No hay negociación

COOPERACIÓN TRANSFRONTERIZA De hecho, informal–sujeta a
políticas de España y a crisis

periódicas- Foro de Dialogo 2004-

Sin cooperación transfronteriza
formal -Programa de Coop.

Transfronteriza Andalucía-Norte



periódicas- Foro de Dialogo 2004-
2011

Transfronteriza Andalucía-Norte
de Marruecos

ONU-DESCOLONIZACIÓN SÍ NO

UNIÓN EUROPEA DERECHO UE
APLICABLE

Estatuto especial como territorio
cuyas relaciones exteriores asume

RU

Ciertas particularidades dentro
del Reino de España

UNIÓN EUROPEA MEDIACIÓN SÍ
(control de aplicación del Derecho

UE)

NO

7. CONCLUSIONES

1. El Área del Estrecho, entendida en el sentido amplio que hemos dado en este trabajo, es una
región esencial para Europa y el Mediterráneo. Es una constante histórica la importancia
estratégica del paso del Estrecho y su región circundante.

Este Área o Región además es vital para España, pues concentra en ella los llamados
«contenciosos y diferendos»130 de la política exterior española: Gibraltar, Ceuta y Melilla,
Relaciones con Marruecos y la cuestión del Sahara, que son los temas de controversias y
reclamaciones territoriales, soberanía y fronteras que nos afectan más directamente como
Estado en nuestro entorno próximo. Se trata de temas territoriales de alto potencial conflictivo,
más que conflictos o contenciosos.

Como zona de fronteras exteriores europeas bajo la responsabilidad de España, los aspectos de
seguridad y de inmigración acentúan la importancia presente y futura del Área del Estrecho.
Cuestiones de inmigración y controles y externalización de Fronteras exteriores, derechos
humanos, asilo y refugio o cooperación antiterrorista y lucha contra la delincuencia
transnacional, tiene en esta Área o Región del Estrecho un cualitativo interés para España.

2. Cada contencioso o controversia es diferente y evoluciona de manera distinta. Sin embargo,
España debe considerar un tratamiento de conjunto, las interconexiones y coherencia en el
tratamiento de Política Exterior y Acción Exterior de estas diferentes temáticas. Y para ello debe
determinarse los intereses específicos de España con cada uno de estos diferendos, a su vez
inscritos en una estrategia global exterior para esta zona con fronteras exteriores europeas bajo
la responsabilidad de España.

3. En el caso de Gibraltar, la controversia se encuentra en un momento crucial de cambio que
probablemente va a determinar un nuevo marco jurídico internacional y europeo para el
territorio bajo soberanía y jurisdicción británica. En una situación de completo bloqueo
negociador multilateral y bilateral, sin instituciones para facilitar agenda negociadora y
acuerdos, la salida del Reino Unido de la UE en 2019 va a marcar los nuevos parámetros
jurídicos internacionales y económicos aplicables al territorio y a las relaciones con Reino
Unido, España y Campo de Gibraltar.

En un contexto donde la posición española sale reforzada con el apoyo de los 27 Estados UE,
existe una progresiva identificación de los intereses de España con los de la población del
Campo de Gibraltar. En la primera fase negociadora es lo que parece confirmarse con el
Protocolo y el reenvío a Memorandos del Tratado de Retirada de Reino Unido de noviembre de
2018. Al mismo tiempo, se mantiene la permanente reclamación del territorio en búsqueda de
soluciones negociadas, en aplicación de la doctrina ONU de descolonización.

Respecto a la búsqueda de una solución de fondo consensuada para Gibraltar, debe asumirse
que se requieren unos altísimos condicionantes: comenzando por una política de gran consenso
de Estado sobre la reclamación, que es una de las señas de identidad de nuestro país y una
cuestión de dignidad nacional, que entra en los terrenos del imaginario y simbología del
irredentismo nacional; que necesita abordar con transparencia y control democrático la
dimensión militar y de seguridad del Peñón. Igualmente, hay que reconocer que de algún modo



debe negociarse con Gibraltar y buscar su aprobación, reconociendo la existencia de un
peculiarísimo territorio fronterizo vecino; asumir las consecuencias internas de cualquier
solución definitiva para Gibraltar; y valorar la proyección que cualquier solución internacional
permanente para Gibraltar tendría inevitablemente para las Ciudades, Islas y Peñones de
España en África y las reclamaciones marroquíes.

4. Respecto a Ceuta y Melilla, se trata de un objetivo nacional de Marruecos su reincorporación a
la Madre Patria marroquí. Esta reclamación no parece una prioridad exterior marroquí en el
presente periodo histórico de las relaciones bilaterales, aunque la reclamación puede
reactivarse al hilo de decisiones internas, de política exterior del Reino alauita, o por
circunstancias imprevisibles.

Con todo, parece que actualmente la vía frontal de la descolonización y la situación colonial no
se encuentran actualmente como líneas de la política exterior de Marruecos, que parece preferir
ahora el término anacronismo para referirse a estos territorios131. El fracaso en el
planteamiento frontal del tema ante el Comité de los Veinticuatro en 1975 –en una época
internacionalmente muy propicia–, y la evolución de la situación, notablemente la adhesión a la
UE y la OTAN de España, y la adopción del estatuto de autonomía para las Ciudades Autónomas,
integradas en un Estado democrático y respetuoso de las minorías, desvirtúan el planteamiento
frontalmente anticolonial. Además, en el marco del Derecho Internacional, nos encontraríamos
más bien ante el Principio de integridad territorial, reclamado por Marruecos y por España al
mismo tiempo, antes que con el juego del Principio de libre determinación de los pueblos
coloniales132. En este contexto, Marruecos expresa su derecho a reclamar la finalización de la
ocupación española, antes que formalmente la descolonización de estos territorios en el marco
ONU133.

5. España y Marruecos atraviesan un excelente momento en sus relaciones, y el marco general
internacional de la Unión facilita también un mayor entendimiento, tanto en el plano comercial
como en el político y en el de cooperación en materias migratorias y de seguridad.

No obstante, no cabe desconocer que, aunque ahora parecen estar entre paréntesis, las
cuestiones territoriales entre España y Marruecos pueden como se ha indicado complicar la
cooperación bilateral y la institucionalizada en el marco de la Unión Europea. Además, y, sobre
todo, las relaciones de Marruecos con España y la UE vienen marcadas por la cuestión del
Sáhara, y su tratamiento judicial por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea. Esto puede
convertir a la actuación de la UE en un imprevisible factor de contaminación negativa de las
relaciones bilaterales hispano marroquíes.

Quizás el periodo ya largo de entendimiento y excelentes relaciones económicas de los
Gobiernos de Rodríguez Zapatero, Rajoy y Sánchez pueda ser el momento para reconfigurar una
relación económica que camine hacia la complementariedad, y se aborden de alguna forma los
temas territoriales. Hay además un largo camino que recorrer en el entendimiento cultural y un
mayor conocimiento y relación entre dos sociedades con profundos prejuicios y desencuentros.

6. Es relevante el haber llevado a cabo en este trabajo una comparación desde el Derecho
Internacional de las situaciones de las tres ciudades a ambos lados del Estrecho, Ceuta, Melilla y
Gibraltar, que concentran las problemáticas de controversias, fronteras, soberanía y
reclamaciones territoriales que enfrentan a tres Estados en esta zona.

La comparación nos ha llevado a analizar la identificación de los territorios reclamados, los
títulos de soberanía que se alegan, sus estatutos internacionales e internos, su delimitación y
demarcación fronteriza, cómo opera la cooperación transfronteriza y la negociación de
acuerdos, y si verdaderamente son “controversias” internacionales en ambas situaciones.
También hemos analizado la posición de las principales Organizaciones Internacionales, que
son la ONU y la UE, sobre estos territorios sujetos a reclamación.

Los elementos esenciales referidos de Derecho internacional nos indican que comparativamente
las situaciones de estos territorios tienen en común más diferencias que semejanzas jurídicas.
Desde luego existen muchas similitudes legales que explican un poso de conflictividad
permanente (como las contestadas delimitaciones y demarcaciones fronterizas, o las exigencias



permanente (como las contestadas delimitaciones y demarcaciones fronterizas, o las exigencias
de integridad territorial). Pero también enormes diferencias en el estatuto jurídico internacional
que pueden explicar la no conveniencia de su similitud.

Con todo, los argumentos y títulos jurídicos no son sólo lo único a tener en cuenta en la realidad
internacional: este es el caso del componente simbólico y de imagen que tiene la controversia
gibraltareña. O el caso de nuestras Islas y Peñones que son nuestro flanco más débil ante un
eventual replanteamiento de la descolonización –o de algún tipo de reclamación formalizada
internacionalmente- por Marruecos134: la carencia de población civil y de actividad económica,
con una presencia exclusivamente militar, puede hacer que la lógica de los medios de
comunicación y de los foros intergubernamentales y la opinión pública internacional vaya en
contra de la lógica jurídica esgrimida por España135.

En este contexto, es interesante destacar que una línea estratégica de la política exterior
marroquí consistió durante decenios en comparar la situación de Ceuta y Melilla con la de
Gibraltar; pero esta comparación se abandonó136, probable consecuencia de la necesaria
autodeterminación interna en las negociaciones hispano-británicas, que quizás no interesa
proyectar tal cual sobre Ceuta y Melilla. Pero si el comparativo Gibraltar/Ceuta y Melilla parece
abandonado hoy por Marruecos, en cambio es profusamente utilizado ahora por Reino Unido y
Gibraltar, y en general los medios anglosajones137.

7. En la práctica España ha venido dando tratamientos separados y si conexión a cada uno de los
temas; además, los sucesivos cambios de Gobierno han proporcionado orientaciones diferentes
de política exterior según el color político del ejecutivo en Moncloa. En realidad, nunca ha
habido una posición estratégica de Estado sobre el Área del Estrecho, que articule las diferentes
cuestiones reconociendo las interacciones de cada decisión de política exterior española.

Además, ha habido desde la democracia una irregular conciencia de la relevancia estratégica del
Estrecho y del Área del Estrecho, reflejada en normativa, posiciones y documentación
estratégica. Quizás sí ha habido una cierta conciencia de la existencia de interacciones, lo que ha
llevado a la inacción y a una puntual política reactiva.

Recientemente, sin embargo, se constata una progresiva explicitación de la importancia y
necesidad de su específica y especial consideración, en la posición estratégica española.

8. Esta toma de conciencia de la importancia para España de esta zona, debe llevar también a
una progresiva conciencia de los elementos comunes y de las interacciones que existen entre los
diferentes «contenciosos» que afectan a Gibraltar, los territorios de España en la costa africana,
y las relaciones con Marruecos.

La práctica internacional demuestra que los actores perciben la interconexión entre los muy
diferentes diferendos del Área del Estrecho. Además, estamos ante controversias, reclamaciones
y relaciones muy volubles y sometidas a imprevistos de la realidad internacional, que directa o
indirectamente pueden afectar a esta zona. Desde luego, las situaciones de Gibraltar, Ceuta y
Melilla parten de la diferente naturaleza y estatuto jurídico interno e internacional de los
territorios. Sin embargo, esta situación puede cambiar por cualquier circunstancia judicial o de
posicionamientos internacionales en el marco ONU. Una simple solicitud de Marruecos al
Secretario General para que se considere la incorporación a la lista de territorios no autónomos
de todo o parte de las Ciudades Islas y Peñones, puede provocar una seria crisis y alterar
estructuralmente los planteamientos españoles, e incidir en las otras cuestiones conflictivas de
la Zona/Región del Estrecho.

En consecuencia, muy probablemente existe la necesidad de establecer un subsector de política
exterior diferenciado, y que cuente con amplio consenso nacional, con una visión a largo plazo
de la coherencia de los diferentes acciones y políticas. Por lo que conviene considerar el debate
explícito de las conexiones entre nuestros territorios en África, Gibraltar y Marruecos, en el
marco internacional y de la UE. Lo que puede llevar a articular al menos de una serie principios
de actuación en política exterior en esta zona.

9. Por nuestra parte, hemos tenido ocasión de contribuir a este debate con dos propuestas de
interconexión de temas conflictivos en el área estudiada.



En primer lugar, respecto a nuestros territorios en la costa africana, con la propuesta de separar
el estatuto legal de las Ciudades del de las Islas y Peñones, e implicar a la UE en la coordinación
y gestión de este último bloque, en su caso con la intervención de Marruecos138.

En segundo lugar, mediante la propuesta de las Ciudad de las Coronas o Principado del Estrecho,
con un modelo único de soberanía simbólica que permita a Gibraltar y Reino Unido ejercer en la
práctica jurisdicción sobre el territorio, con supervisión de la UE.

Además, este supuesto de internacionalización de la «Ciudad de Gibraltar», podría, llegado el
caso, ser eventualmente inspirador de soluciones específicas para los supuestos de Ceuta y de
Melilla139.

10. La realidad de la geografía y la Historia confirma que en la Región del Estrecho existen muy
sensibles y complejos elementos conflictivos, que afectan a graves intereses esenciales de
nuestro país y de nuestra Política Exterior. Una estrategia de conjunto que explicite y considere
las posibles interacciones entre los diversos elementos que confluyen en el Área del Estrecho
puede facilitar la estabilidad, la prevención y la protección de nuestros intereses. Cuanto más
que en todos los elementos analizados (Gibraltar, Ceuta y Melilla, Marruecos) España tiene
fronteras exteriores, sometidas a especiales riesgos y factores cambiantes. Se trata de la Región
más específica para la seguridad exterior de España y que debería tener prioridad permanente
en la definición de estrategias de seguridad, establecidas con visión global y una consensuada
Política Exterior de Estado.
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